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             Curiosidades

¿Sabías que...?

Según el art. 614 del Código Civil, el que por casualidad descubra un tesoro oculto en una propiedad ajena, 
tendrá el derecho que le otorga el artículo 351 del citado Código.

Según éste artículo, el tesoro oculto pertenece al dueño del terreno en que se halle. Sin embargo, cuando el des-
cubrimiento se haga en una propiedad ajena, o del Estado y por casualidad, la mitad se aplicará al descubridor. 

Si los efectos descubiertos fueran de interés artístico y/o cultural, podrá el Estado adquirirlos por su justo precio, 
que se distribuirá según lo declarado.

Si tus abejas se escapan, las puedes perseguir 
atravesando las fincas de otros.

Así es, el Código Civil español contempla la posibilidad de que el propietario de un enjambre de abejas 
lo persiga, atravesando incluso las fincas de terceras personas. Si la finca estuviere cercado, necesitará el 
consentimiento del dueño. Eso sí, nuestro Código permite que el propietario de la finca pueda exigir una 
indemnización al propietario del enjambre por los posibles daños causados.

Pero nuestro Código va más lejos, y regula qué pasará si deja perseguirlo. Así, el Código Civil establece 
que “cuando el propietario no haya perseguido, o cese de perseguir el enjambre dos días consecutivos, 
podrá el poseedor de la finca ocuparlo o retenerlo”. 

Curioso que nuestro Código regule esto, ¿no?

En esta sección podrás conocer todas aquellas cuestiones 
curiosas que puedes encontrar tanto en nuestra legislación 
como en el caso de legislaciones extranjeras. Os dejamos 
en este segundo número de El Pupitre tres curiosidades, dos 
que se regulan en nuetsro Código civil y la tercera hace ref-
erencia legislación estadounidense.

¿Qué ocurre si me encuentro un tesoro? ¿Y si 
me lo encuentro en la finca de otra persona?
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¿Sabías que...?

Estado de Alabama

- Es ilegal llevar un bigote falso que cause risas en una iglesia.

- Es ilegal cegar a un conductor mientras está conduciendo.

- No se pueden vender patatas coloreadas artificialmente.

- Poner sal en la via del tren puede ser castigado con la pena de muerte.

- Está prohibido llevar un helado de cono en el bolsillo trasero del pantalón.

Estado de Texas
- Hay un cargo leve de felonía por promover el uso, o poseer, mas de seis vibradores. 

- Puedes estar legalmente casado presentando publicamente a otra persona como tu marido/mujer 3 
veces.

- Es ilegal disparar a un bufalo desde el segundo piso de un hotel.

Estado de Arkansas

- Por cortar un cactus te pueden caer 25 años. 

- Las mulas no pueden dormir en una bañera.

- Es ilegal rechazar un vaso de agua que te  
  ofrezcan.

- Está prohibido tener mas de dos vibradores en  
   casa.

Está prohibido cazar camellos.

Estado de Arizona

- Un hombre puede pegar legalmente a su  
   mujer, pero no mas de una vez al mes. 

- El sexo oral se considera sodomía. 

- Está prohibido la cria de cocodrilos en  
  bañera. 

- Está prohibido que el rio arkansas crezca  
  llegando a la altura del puente de la calle  
  principal de Little Rock.

Estado de California

- Se garantiza por ley la luz solar.

- Es una falta menor el disparar a cualquier pieza de caza desde un vehiculo movil, a menos que el 
objetivo sea una ballena.

- Ningún vehiculo sin conductor puede superar las 60 millas por hora.





              En portada
La indemnización por despido, ¿está sujeta a 

impuestos?

La tributación de la indemnización por despido es una cuestión de suma importancia, más aún en un contexto 
económico y social como el que estamos atravesando.

No son pocas las dudas que se le pasan por la mente al trabajador despedido, desde el tan recurrente “por qué” o 
“qué voy a hacer ahora” hasta las más técnicas sobre “cuánto cobraré de paro” o “durante cuánto tiempo”.

A esta lista de preguntas hay que añadir otra: ¿tengo que pagar a Hacienda una parte de mi indemnización por 
despido?

Lo lógico sería pensar que no, que una cantidad percibida por algo tan sensible y delicado como es un despido 
debería estar exenta de tributación, máxime con las implicaciones que conlleva el ser despedido en un momento 
como el actual.

Una indemnización por despido no es sino un rendimiento del trabajo, por lo que deberá tributar – en principio – al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF). Ahora bien, la normativa reguladora de este impuesto – la 
Ley 35/2006 – contempla una serie de supuestos en que determinadas rentas quedan exentas, tales como las becas 
públicas o las pensiones de alimentos recibidas de los padres.

Es en esta lista de rentas exentas – artículo 7 de la mencionada Ley – donde encontramos las indemnizaciones por 
despido. En la mencionada lista se establece un límite máximo a esta exención: la cuantía calificada como obliga-
toria por la normativa laboral. Y, sin perjuicio de lo anterior, en el caso de despidos colectivos del artículo 51 y de 
los despido del art. 52.c) del Estatuto de los Trabajadores solo quedará exenta la cuantía que no supere a la que 
correspondería a un despido improcedente.

Por tanto, las indemnizaciones por despido están formalmente exentas de pagar impuestos, por lo menos la parte 
que no exceda de unos determinados límites.

Pero cuidado, digo que están “formalmente exentas” porque no todo es tan claro. Desde la entrada en vigor de la 
reforma laboral aprobada por el Gobierno (Ley 3/2012 de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral) 
la no tributación de una indemnización por despido depende de un factor: el momento en que la indemnización es 
reconocida.

Sí. Que pagues impuestos por tu indemnización depende de cuando el empresario reconozca la improcedencia de 
tu despido.

Así, nos encontramos ante la paradoja de que si el empresario te despide, acto seguido reconoce la improcedencia 
del despido – supuesto muy habitual – y tú decides aceptar la indemnización, se entiende que tiene un origen pac-
tado o de mutuo acuerdo, por lo que podrías tener que pagar impuestos por la indemnización percibida.

Si no aceptases y decidieses reclamar contra el despido o contra la cuantía de la indemnización, nos encontramos 
con otra cara de la misma paradoja: la indemnización que aceptes en vía administrativa o judicial quedará ex-
enta (hasta los límites máximos que te dije más arriba).
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Por tanto, nos encontramos ante un buen truco de magia: si reclamas, aunque estés de acuerdo con la indem-
nización que te ofrece el empresario y sepas que no puedes sacar un solo euro de más, la indemnización estará 
exenta. Por el contrario, si no reclamas… Cuidado, tendrás que dar una parte de tu indemnización a Hacienda.

Fuentes:
-	 Modificaciones tributarias introducidas por la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la 
reforma del mercado laboral
http://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/RSS/Todas_las_Novedades/Novedades_en_la_aplica-
cion_de_los_tributos/Modificaciones_tributarias_introducidas_por_la_Ley_3_2012__de_6_de_julio__de_me-
didas_urgentes_para_la_reforma_del_mercado_laboral.shtml 

-	 Ley 3/2012
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2012-9110

Florentino Rincón Izquierdo





               Actualidad
Privatización de la Sanidad: ¿razones de eficiencia o negocio para algunos?

Por desgracia, tras los últimos acontecimientos, creo 
poco probable (y así lo espero) que ningún ciudadano 
tenga duda alguna sobre el proceso de privatización 
que está sufriendo nuestra sanidad pública, y de for-
ma aún más descarada en la Comunidad de Madrid. 
Para dar una primera idea de lo que estamos hablan-
do, la “colaboración público-privada” en la sanidad 
consiste en lo siguiente: una empresa privada rec-
ibe de forma gratuita “x metros” cuadrados de suelo 
público para la construcción de un hospital. Una vez 
construido lo alquila a la Administración por un “can-
on” anual y, finalizada dicha concesión, ese hospital 
pasaría a ser propiedad de la Administración. Hasta 
aquí parece no haber mayor complicación, pero más 
adelante veremos que no es así.

Este proceso de privatización parece ser algo novedo-
so, de estos últimos años, pero nada más lejos de la 
realidad. Lamentablemente, la insistencia por parte 
de algunos en introducir a la empresa privada en la 
gestión de la sanidad tiene unos antecedentes que se 
remontan bastante atrás el tiempo.

El primer hospital “público” de gestión privada que 
se inauguró en España fue el Hospital de la Ribiera 
en 1999 en Alcira (Valencia). Sus propietarios son 
Ribera Salud, UTE compuesta por Adeslas, Bancaja, 
CAM, ACS-Dragados y Lubasa. Se realizó, para su 
explotación por un periodo de 10 años en teoría, una 
inversión de 72 millones de €, cuando se habían pre-
visto 41 millones de €. Además, durante el primer año 
se supone que tenía que recibir 204€ por habitante y 
año.

Desde que se abrió, viene recibiendo un trato de favor 
por parte del Gobierno de la Comunidad Valenciana, 
desde facturarle por prestaciones que no se facturan 
al resto de hospitales públicos (salud mental, próte-
sis quirúrgicas, medicamentos etc.), hasta dotarle con 
más medios tecnológicos que a los otros hospitales 
púbicos. Es decir, se produce el tan negado hasta la 
saciedad trasvase de fondos públicos a las empresas 
privadas.

Sin embargo, en 2002 reconoció pérdidas superiores 
a 5,24 millones de €. Raudo y veloz, el entonces Go-
bierno del PP de la Comunidad lo rescató, extinguien-

do el contrato y pagando un total de 69,9 millones de 
€ en concepto de bienes y de indemnización por el lu-
cro cesante de los 6 años de explotación que faltaban.

Lo mejor de todo es que en 2003 la Consejería de 
Sanidad Valenciana sacó un nuevo concurso para la 
gestión sanitaria y - oh sorpresa - le fue concedida la 
misma empresa, UTE Ribiera Salud.

Además de este hospital, hay otros cuatro hospitales 
de este modelo, los cuales todos han sido adjudica-
dos al Grupo Ribiera Salud. Estos hospitales son el de 
Torrevieja, Dénia, Manises y Elche-Crevillente cuyas 
compañías aseguradoras son Asisa, DKV, Sanitas y 
Asisa respectivamente.

Centrándonos ya en la Comunidad de Madrid, en los 
últimos años hemos asistido a una inauguración tras 
otra de hospitales “públicos” según la entonces Presi-
denta Esperanza Aguirre. Una vez más, la realidad y 
los datos se imponen a las mentiras. En el año 2007 
el Hospital de Valdemoro se adjudica a la empresa 
CAPIO (de la que luego daré más datos bastante rev-
eladores).

En 2008, se abrieron siete hospitales y todos fueron 
concedidos a empresas del sector de la construcción, 
ajenas a la asistencia sanitaria. Así, el Hospital Pu-
erta de Hierro fue concedido a Dragados, el Hospital 
Infanta Cristina a Sacyr, el Hospital Infanta Sofía a 
Acciona, el Hospital del Henares a Sacyr, el Hospital 
Infanta Leonor a Begar-Ploder, el Hospital del Sur-
este a FCC-Caja Madrid y, finalmente, el Hospital del 
Tajo a Hispánica. La inversión de estas empresas en 
la construcción y equipamiento de estos hospitales 
fue de 840 millones de €; la Comunidad de Madrid, 
desde el año 2007 hasta este año, ha pagado en total 
una cantidad de 990 millones de €. Es decir, podemos 
ver que no sólo las empresas han recuperado el total 
de su inversión sino que han obtenido unos beneficios 
de 150 millones de €.

En septiembre del 2011 se inaugura el Hospital de 
Torrejón, propiedad del Grupo Ribiera Salud. En 
marzo de este año, se abrió el nuevo Hospital de Mós-
toles, perteneciente a la empresa CAPIO. Este verano 
estaba prevista la apertura del Hospital de Collado 
Villalba, igualmente perteneciente a CAPIO, pero 



se ha retrasado hasta el año que viene, en principio. 
Pese a estar cerrado, la Comunidad de Madrid paga 
a esta empresa la friolera de 938.465€ mensuales en 
concepto de seguridad, desinfección y desratización, 
limpieza, mantenimiento de viales y jardines, repara-
ciones, seguros, suministros, tributos, amortización y 
costes financieros. El coste que asumieron estas em-
presas fue de 563 millones de € para los tres hospi-
tales. Este año recibirán un total de 169,5 millones de 
€, pero al ser una concesión a 30 años, se estima que 
el total mínimo que recibirán estas empresas en los 
30 años de concesión será de 6.844 millones de €, por 
tanto los beneficios que obtendrían en esos 30 años 
serían un total de 6.281 millones de €.

En su día, Esperanza Aguirre justificó la utilización 
de este modelo de “colaboración público-privada” 
porque la Administración Pública no tenía dinero y 
era urgente la construcción de estos nuevos centros. 
Entre los años 2008-2011 se gastaron 731 millones 
de € en propaganda institucional, cantidad más que 
suficiente para la construcción pública de los centros.
Dado que estamos hablando de la Comunidad de Ma-
drid, mención especial merece la Fundación Jiménez 
Díaz, muy en boca estos días debido al e-mail que se 
ha filtrado de José Azofra, director médico del Hospi-
tal Infanta Elena de Valdemoro.

En dicho correo se instaba a los médicos del centro a 
la utilización exclusiva del criterio económico. Tex-
tualmente indicaba que “el hospital de referencia para 
cualquier derivación/canalización es la Fundación 
(Jiménez Díaz). Después de la Fundación, ninguno. 
Después otra vez ninguno, y al final, los demás hos-
pitales públicos de Madrid”. Sin duda la frase más 
reveladora es “nos tenemos que empezar a tomar muy 
en serio el mantra ‘El dinero sigue al paciente’”. A 
estas alturas, ya entendemos por qué.
La Fundación Jiménez Díaz es propiedad de CAPIO, 
la cual tiene un “concierto” con la Comunidad de Ma-
drid para la atención de más de 400.000 habitantes 
del centro de la capital. A esta Fundación se le dota 
con un presupuesto cuantiosamente mayor que al res-
to de los hospitales de similar tamaño. Recibe 429€ 
más que, por ejemplo, el Hospital La Princesa y 200€ 
más que el Hospital La Paz, por habitante y año.

Hasta ahora hemos podido comprobar el “chiringuito 
económico” que estas empresas privadas se han mon-
tado con ayuda de los Gobiernos de las Comunidades 
Autónomas respectivas, mayoritariamente del PP. 
Podríamos preguntarnos qué beneficios, económicos 
o de otro tipo, sacan los Gobiernos de estas Comuni-
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dades, cuando hemos comprobado reiteradamente el 
fracaso de este tipo de concesiones y el expolio que 
suponen a las arcas públicas. Para responder a esta 
pregunta, vamos a analizar quiénes están detrás de es-
tas “grandes empresas sanitarias privadas”:

CAPIO y CVC Capital Partner. Como sabemos, CA-
PIO gestiona el Hospital Rey Juan Carlos de Mós-
toles, el Hospital Infanta Elena, El Hospital de Col-
lado Villalba y la Fundación Jiménez Díaz. Aunque 
se niegan a dar una cifra absoluta, fuentes de esta 
compañía indican que su financiación pública está 
en torno al 65%. El 80% de esta empresa pertenece 
a CVC Capital Partners, un fondo de riesgo británi-
co. Los políticos que están asociados a esta empresa 
son el exconsejero de sanidad de Esperanza Aguirre, 
Manuel Lamela, el expresidente de Bankia, Rodrigo 
Rato, María Dolores de Cospedal y su marido Igna-
cio López del Hierro; todos ellos pertenecientes al PP. 
(Evidentemente, cuando saltó la noticia se apresurar-
on a desmentirla pero, cuando el rio suena, agua lle-
va).

Ribera Salud: Adeslas+Sanitas+CAM+Bancaja. En 
Madrid, esta compañía gestiona el Hospital de Tor-
rejón y la sociedad BR Salud, la cual es gestora del 
Servicio de Laboratorio Central del Hospital Infanta 
Sofía. Está participada al 50% por Bancaja, rescatada 
por Bankia, y la CAM, rescatada igualmente. Tam-
bién se la asocia a Adeslas y a Sanitas.

USP-Quirón y Doughty Hanson. De este grupo sólo 
tenemos, en la Comunidad de Madrid, el Hospital 
Universitario Quirón en Pozuelo de Alarcón. Aunque 
los centros Quirón son privados, reciben a pacientes 
derivados por los servicios públicos y mantienen otros 
convenios como, por ejemplo, el de la Consejería de 
Educación de Lucía Figar, del Gobierno de la Comu-
nidad de Madrid, donde los titulares del carné joven 
pueden obtener unas “condiciones preferentes en in-
tervenciones de corrección de miopía, astigmatismo e 
hipermetropía” en el Quirón-Madrid. Esta compañía 
ha sido recientemente vendida a la compañía británi-
ca de capital privado Doughty Hanson&Co.

Para finalizar, me gustaría desmentir esas afirma-
ciones que venimos oyendo de que la sanidad privada 
es más eficiente, barata y obtiene mejores resultados 
etc. que la sanidad pública.
En 2009, el gasto en salud en España fue inferior a 
la media de la OCDE: El porcentaje de gasto sobre 
el PIB fue de un 9,5% mientras que la media de la 
OCDE fue de un 9,7%. En cuanto al gasto per capita 
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en España fue de 3.067$ y en la media de la OCDE 
fue de 3.361$. Aparte de todos los datos que hemos 
visto anteriormente, de cómo se produce un trasvase 
de fondos públicos a las empresas privadas, que no 
olvidemos, se rigen por el ánimo de lucro, llegamos a 
la conclusión de que la sanidad pública es más barata 
que la sanidad privada.

La sanidad pública consigue mejores resultados que 
la sanidad privada. Las probabilidades de muerte en 
los hospitales con ánimo de lucro son mayores que en 
los hospitales públicos, en concreto, un 2% superior 
en adultos, un 9,5% superior en recién nacidos, un 
8% superior en pacientes renales crónicos.

Para quienes quieran profundizar y conocer más da-
tos sobre este tema, recomiendo encarecidamente el 
programa “la sexta columna” emitido el viernes día 
14 de diciembre de 2012 en la Sexta, “Sana, sana, 
si no pagas hoy pagarás mañana”. Aparte de hacer 
un recorrido por todo el territorio español donde se 
está recortando y privatizando la sanidad, recoge los 
testimonios demoledores de los ciudadanos que están 
sufriendo esta situación en primera persona.

Parece ser, pues, que los ciudadanos y los médicos no 
estamos tan “locos” cuando recientemente hemos to-
mado las calles para protestar contra la privatización 
de la sanidad, convirtiendo las calles en la llamada 
“marea blanca”. No debemos ni vamos a consentir 
que nos quiten de un “plumazo” lo que nos ha cos-
tado conseguir en treinta años; en concreto, lo que la 
Ley General de la Sanidad de 1986 de Ernest Lluch, 
asesinado por ETA, consiguió: Sanidad pública, uni-
versal y gratuita para TODOS los ciudadanos, siendo 
tratados como pacientes y no como clientes.

Inmaculada Riega Casado
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17 de enero. Me levanto temprano y camino hacia el 
metro para hacer una entrevista de trabajo. Ya sen-
tado, una amable señora me cede su periódico y saco 
la primera sonrisa de la mañana al leer que un perro 
se ha colado dentro del metro de Madrid, que afortu-
nado pienso, él no ha tenido que pagar los 12.20€ que 
cuesta el metro bus.

Hoy, 20 de enero, aun con la clásica duda de si te 
volverán a llamar o no, me dirijo como cualquier 
domingo a comer con la familia mientras vemos la 
televisión. En las noticias podemos ver como el po-
bre perro que se había colado en metro, ha aparecido 
muerto en un andén. Hoy ya no pienso que es un afor-
tunado por no pagar el viaje, sino que siento lastima, 
mucha lastima de que no se haya podido hacer nada 
por el pobre animal.

También puedo ver en las imágenes como decenas 
de personas integrantes de protectoras de animales se 
manifiestan airadamente contra la empresa Metro por 
no haber llevado a cabo ninguna acción para poder 
salvar la vida del animal.

Cambiamos de sección y ahora, en noticias internac-
ionales, vemos como en la India los acusados de vio-
lación y asesinato de la estudiante vuelven ante el tri-
bunal. Además, el presentador de turno sigue dando 
más datos relativos al número de violaciones en este 
país, a cada cual más aterrador y cada vez pasando 
menos tiempo entre sucesos.

Pero aún le sigo dando vueltas a si el pobre galgo 
del metro de Madrid podría haber sido salvado, igual 
si hubieran dejado entrar a alguna asociación de ani-
males, igual si por la noche al no funcionar el metro 
se le podría haber buscado… la solución llega tarde.

Una vez finalizada la comida, mientras hago la di-
gestión tumbado en el sofá, me quedo pensando 
porque le he dado tantas vueltas a la noticia del ani-
mal, y si estaré falto de sensibilidad al no prestar tanta 
atención a la noticia de la violación de la joven india.
Pienso que quizás al estar bombardeado de noticias 
sobre violaciones, atentados y muertes diarias en 
países que no son el mío, me habré acostumbrado a 
ver horrores ajenos en el telediario y empatizo más 
con situaciones cercanas como la del metro.

También pienso en las decenas de personas manifes-
tándose en contra de Metro por no hacer nada encam-
inado a la salvación del animal, y lo comparo con el 
absoluto silencio que ha provocado en nuestro país la 
situación de la mujer en la India, ya que no he visto 
ninguna manifestación ante la embajada ni ninguna 
muestra de rechazo social.

Y de tanto pensar, acabo llegando a la conclusión que 
igual no solo me he acostumbrado yo ante semejante 
horror, igual todos estamos un poco vacunados antes 
tales atropellos de derechos que la simple imagen de 
un animal muerto en un transporte publico nos pro-
voca una desazón mayor que cualquier otra violación 
de derechos. Y quizás, solo quizás, deberíamos mirar 
con los mismos ojos todos los acontecimientos y no-
ticias, porque una muerte es igual de importante en 
Madrid que en Malí, y no debería tener más o menos 
efecto en nosotros en función de su geografía.

Y por si alguien quiere llevar a cabo esta reflexión, in-
vito a la lectura en nuestra web o, en el pimer número 
de nuestra revista El Pupitre, del articulo contra el 
maltrato animal de mi compañera Esmeralda Romo, a 
través del cual podrán sensibilizarse con este fenóme-
no y de este modo poder mirar todas las situaciones 
con la objetividad que merecen.

Cuestión de Perspectiva

Rubén Muñoz Martínez-Blanco



                Actualidad
Áticos, indultos e intereses

Ayer por la tarde, después de un día muy largo, estuve mirando la prensa por internet. El resultado de mi tour 
por los principales periódicos del país no pudo ser más desalentador (algo común últimamente).

A las noticias habituales de crisis y recortes se unían otras sobre indultos, cuentas en Suiza, áticos millon-
arios,  etc. Noticias que por sí solas quizá no tengan tanta relevancia, pero que al ir acompañadas de la palabra 
“político” (que también se está volviendo algo común) las hacen algo más especiales o dignas de mención. 

Por un lado, está lo del señor Bárcenas, que antes de 
ser investigado en el caso Gürtel contaba con una 
cuenta en Suiza con un saldo positivo de 22 mil-
lones de euros. ¿De dónde procedía ese dinero? 
No lo sabemos, pero el Ministro de Guindos nos ha 
tranquilizado a todos diciendo que la lucha contra el 
fraude fiscal es una de sus prioridades básicas y fun-
damentales (ahora se puede entender mejor el interés 
del Gobierno en la amnistía fiscal).

Por otro, están los indultos en delitos de seguridad 
vial. 

En primer lugar, el indulto a un “Kamikaze” que aca-
bó con la vida de un hombre y dejo malherida a su 
mujer: pena de 13 años de prisión que con el indulto 
el condenado solo ha cumplido 10 meses. Pero ahí no 
queda la cosa: el abogado que defendió al hoy indul-
tado resulta que es hermano de un diputado 

del Partido Popular y pertenece al mismo bufete de 
abogados donde trabaja el hijo de Gallardón que, ¡sor-
presa! resulta que es la persona encargada de firmar 
esos indultos y pertenece al mismo partido político 
que el hermano del abogado que le defendió en juicio 
(seguro que todo es una casualidad). 

Para más inri, el indulto se concedió a pesar de que los 
informes de la Fiscalía y de la Audiencia Provincial 
fueron desfavorables.

A este indulto se le suma otro indulto parcial a un-
conductor que por un tramo de carretera limitado a 40 
km/h circulaba a más de 120 km/h. Como consecuen-
cia de ello, 3 personas perdieron la vida. Con estos 
indultos el Gobierno deja claro que, a diferencia del 
fraude fiscal, los delitos contra la seguridad vial no es 
una de sus prioridades. 
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A esto le podemos añadir que el Presidente de la Comunidad de Madrid Ignacio González, ante la investi-
gación por fraude fiscal (que casualidad, otra vez fraude fiscal) llevada a cabo por un juzgado de Málaga, se 
ha apresurado a declarar que a finales de este año ha comprado un ático de lujo (valorado en 770.000 €), a 
través de una empresa pantalla utilizada supuestamente para “agradecer” al Presidente de la Comunidad los 
servicios prestados en la compra de unas parcelas por parte de un empresario en la localidad madrileña de 
Arganda. Han sido numerosas las voces que claman por la dimisión del líder político de la Comunidad. 

Si a todo esto le sumamos los pasos del sector público al privado muy de moda estos días (el “caso Gümes” 
Rato-Telefónica o la última en incorporarse: Esperanza Aguirre) completamos una semana negra (en mi 
opinión) para la imagen de los políticos españoles.

Algunos me podrán criticar por hablar solo de un partido concreto, pero creerme si digo que el hecho de que 
todos vistan la misma camiseta ha sido casual (esta semana parece ser que tocaban noticias sobre los de azul, 
la semana que viene serán sobre los de rojo). Para mí la dirección que ha tomado la evolución del sistema de 
partidos políticos hasta llegar al sistema actual es la mayor lacra que tiene España en la actualidad.

La supuesta mayor transparencia de la que presume la política en la actualidad está podrida. 

Me pongo a pensar en algunas clases de la universidad hace ya unos años, y recuerdo cuando el profesor 
hablaba sobre los partidos en la época de la transición, lamentando no haber vivido en primera persona esa 
experiencia. Creo que durante esos años si que se hizo política de verdad, dejando aparcado tanto lucro indi-
vidual como existe en la actualidad. 

Los políticos no ven la política como la búsqueda del interés general, del interés de todos, sino como el in-
terés personal de cada uno de ellos. Creo que de los primeros quedan muy poquitos…

Rubén Pérez García



                Actualidad
El TC admite a trámite el recurso contra el euro por receta.

Durante el mes de enero escuchamos en los medios de comunicación que el Tribunal Constitucional suspendía 
de forma cautelar y durante cinco meses, la aplicación “del cobro de un euro por receta” en la Comunidad de 
Madrid, al admitir a trámite un recurso de inconstitucionalidad como ya había hecho en Cataluña.

Esta decisión de admitir a trámite el recurso de inconstitucionalidad se basa en el artículo 161.2 de 
la Constitución, por el que se establece que el Gobierno puede impugnar ante el Tribunal Constitu-
cional las resoluciones adoptadas por las Comunidades Autónomas.

En un plazo no superior a cinco meses el Tribunal tiene que ratificar o levantar esta medida, es decir 
aceptar su aplicación o no, si pasado este plazo no se hubiera decidido sobre la constitucionalidad 
de la norma afectada, se podría acordar una prórroga de la suspensión.

¿Qué es el Tribunal Constitucional (TC)?

El TC es el órgano que ejerce la función de supremo intérprete de la Constitución Española para todo el Territorio 
Nacional.

Es único en su orden e independiente en su función de intérprete, estando sometido únicamente a la Constitución 
(arts. 159 a 165) y a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

¿Qué es un recurso de inconstitucionalidad?

Un recurso de inconstitucionalidad es una herramienta jurídi-
ca que garantiza que las normas del Estado (Estatutos de Au-
tonomía, Leyes, Reales Decretos Leyes y Legislativos, Regla-
mentos de las Cámaras…) se ajustan a la norma suprema del 
Estado, la Constitución.

¿Cuáles son los principios de derecho en los que se 
ha basado el recurso?

Los principios de derecho en los que se basa la presentación del recurso de inconstitucionalidad y que hemos 
estado oyendo en medios de comunicación y prensa son:

1. Igualdad de los españoles: ya que el cobro de un euro por receta podría afectar el igual tratamiento al acceso a la prestación 
farmacéutica de los diferentes ciudadanos españoles dependiendo de la parte del territorio en la que se encuentren. 

2. Competencias exclusivas del Estado: donde cabe plantear la siguiente disyuntiva:
Bien, vulnera la competencia exclusiva del Estado en la fijación del precio de los medicamentos al poder consid-
erarse que el cobro de un euro por recta introduce un cambio en la financiación de los mismos dentro del Sistema 
Nacional de Salud, no discutiéndose que esto no pudiera hacerse sino que no puede hacerse de forma independiente 
por las diferentes Comunidades Autónomas ya que invadiría una competencia exclusiva del Estado (Art. 149.1.16 
CE), argumento sostenido por el Consejo de Estado en su Dictamen 623/2012.

O bien, si puede considerarse dentro de las competencias autonómicas adquiridas por la CCAA de Madrid, al ser 
una tasa no sobre el precio del medicamento, sino sobre la ordenación farmacéutica (competencia de la CCAA Ma-
drid de acuerdo con el Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid en su Art. 27.12)

Eva Ahijado Agudo
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             Derecho Civil
CONVENIO REGULADOR

¿Quién puede solicitar la 
separación? ¿Y el divorcio?

En el caso de la petición de sepa-
ración, se podrá instar a petición 
de los dos cónyuges, o bien, de 
uno solo siempre que cuente con 
el pleno consentimiento del otro. 
El plazo de solicitud será, una vez 
transcurridos 3 meses desde que se 
celebró el matrimonio.

También podrá solicitarlo un úni-
co cónyuge una vez transcurridos 
tres meses desde la celebración 
del matrimonio. Este plazo puede 
eludirse cuando se acredite que 
hay riesgo para la vida, integridad 
física, libertad, integridad, etc.

En el caso de la petición del divor-
cio lo podrá hacer un único cón-
yuge, los dos o uno con el pleno 
consentimiento del otro, al igual 
que en el caso de la separación.

Qué efectos produce la sen-
tencia de separación?

Con la propia sentencia se sus-
pende la vida en común de los 
que, hasta este momento, eran 
cónyuges. Y, además, como señala 
el artículo 83 del Código civil, “se 
pone fin a la posibilidad de vincu-
lar los bienes del otro cónyuge en 
el ejercicio de la potestad domés-
tica”.

¿Qué es el Convenio regu-
lador?

Es un documento donde los ex-
cónyuges, de mutuo acuerdo, 

¿pactan, entre otras materias, las 
cuestiones económicas, hijos, uso 

de vivienda habitual, etc.

¿Qué incluye concreta-
mente?

Acudiendo a nuestro Código civ-
il, en el artículo 90 se contempla, 
precisamente, el contenido, que es 
el siguiente:

- El cuidado de los hijos sujetos 
a la patria potestad de ambos, el 
ejercicio de ésta y, en su caso, el 
régimen de comunicación y estan-
cia de los hijos con el progenitor 
que no viva habitualmente con el-
los.

- Si se considera necesario, el régi-
men de visitas y comunicación de 
los nietos con sus abuelos, tenien-
do en cuenta, siempre, el interés 
de aquéllos

- La atribución del uso de la 
vivienda y ajuar familiar.

- La contribución a las cargas del 
matrimonio y alimentos, así como 
sus bases de actualización y ga-
rantías en su caso.

- La liquidación, cuando proceda, 
del régimen económico del matri-
monio.

- La pensión que conforme al 
artículo 97 correspondiere satis-
facer, en su caso, a uno de los cón-
yuges.

¿Cuándo es obligatorio el 
Convenio regulador?

Se exige la redacción de un con-
venio regulador cuando la separ-
ación o el divorcio sean de mutuo 
acuerdo.

¿Quién pacta y aprueba 
este documento?
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En principio será la ex pareja la 
encargada de redactar el Convenio 
regulador y el juez será el que, fi-
nalmente, lo autorice. Ahora bien, 
el juez, teniendo presente los inter-
eses de las partes, y de los meno-
res, si los hay, podrá adoptar las 
medidas que considere propicias 
para la salvaguarda de sus dere-
chos.

Si el divorcio no es de mu-
tuo acuerdo ¿Qué sucede 
con el Convenio regulador?

Si el divorcio/separación no es de 
mutuo acuerdo, será el juez quien 
adopte, en defecto de Convenio 
Regulador, este contenido con-
templado en el artículo 90 del Có-
digo civil.

¿A quién le corresponde la 
guarda y custodia?

La custodia compartida es una fig-
ura bastante frecuente en nuestro 
ordenamiento y se acuerda cuando 
lo soliciten los padres en el Con-
venio regulador o cuando lleguen 
a un acuerdo durante el proced-
imiento. Será siempre el juez 
quien decida, finalmente, sobre 
esta cuestión, tomando las medi-
das que considere necesarias para 
lograr un efectivo cumplimiento 
de la misma.

¿Qué pasos adoptará el juez 
para optar por la custodia 

compartida?

Deberá el juez, antes de pronunci-
arse, oír al Ministerio Fiscal, tam-
bién deberá oír a los menores que 
tengan capacidad suficiente cuan-
do se considere necesario, valor-
ará las alegaciones de las partes, la 
relación de los padres, tanto entre 

sí, como con sus hijos, etc.

¿Cuándo no es posible la 
guarda y custodia compar-

tida?

Cuando alguno de los padres este 
incurso en un procedimiento penal 
por atentar contra la vida, la integ-
ridad física, libertad e indemnidad 
sexual, ni cuando por las alega-
ciones y pruebas haya indicios 
fundados de violencia doméstica, 
etc. (art.92.7 Cc).

¿Qué sucede con la pensión 
de alimentos en favor de los 

hijos?

Será el juez, quien adoptará este 
medida. La pensión de alimentos 
puede haberse fijado, por acuerdo 
de las partes, en el Convenio regu-
lador, teniendo el juez que veri-
ficar si esta es la mejor opción o 
no. Si no hay previo acuerdo de 
las partes tendrá, el juez que fijar 
la contribución de cada progeni-
tor en relación con la necesidad de 
satisfacer los alimentos al menor, 
asegurando, a través de las medi-
das que considere convenientes, 
que dicha pensión se ejecuta cor-
rectamente.

Si la situación de uno de los 
cónyuges se ve realmente 
perjudicada como conse-
cuencia del divorcio ¿qué se 

puede hacer?
En este caso el cónyuge que su-
fra este empeoramiento en su 
situación tendrá derecho a una 
compensación, bien de manera 
temporal o por tiempo indefinido. 

Si los cónyuges no logran alcan-
zar un acuerdo, será el juez quien 
determinará el importe de la pen-
sión compensatoria en la senten-
cia. Para adoptar esta decisión se 
tendrán en cuenta (art. 97 del Cc):

- Los acuerdos a que hubieran lle-
gado los cónyuges.

- La edad y el estado de salud.

- La cualificación profesional y las 
probabilidades de acceso a un em-
pleo.

- La dedicación pasada y futura a 
la familia.

- La colaboración con su trabajo 
en las actividades mercantiles, in-
dustriales o profesionales del otro 
cónyuge.

- La duración del matrimonio y de 
la convivencia conyugal.

- La pérdida eventual de un dere-
cho de pensión.

- El caudal y los medios económi-
cos y las necesidades de uno y otro 
cónyuge.

- Cualquier otra circunstancia rel-
evante.

¿Es necesaria la presencia 
de abogado y procurador?

Es necesario para iniciar el pro-
ceso relativo al Convenio regu-
lador y/o divorcio, la contratación 
de abogado y procurador, debido 
a que para iniciar un proceso judi-
cial, en estos casos, es obligatoria 
la presencia de ambas figuras.

Esmeralda Romo Díaz



¿Iniciativa legislativa popular?

La iniciativa legislativa popular se regula en el artículo 87 de la Constitución española. Dicho artículo señala que 
los tenedores de la iniciativa legislativa son el Gobierno, el Congreso y el Senado. En el apartado 3 del men-
cionado artículo se contempla, precisamente, la opción de la iniciativa legislativa popular. En la propia Con-
stitución se hace referencia  a la necesidad de regulación mediante ley orgánica. Ahora bien, la Constitución con-
cluye, al margen de la redacción de la futura ley que, se requerirán “no menos de 500.000 firmas acreditadas”.

¿Cabe promover la iniciativa legislativa popular en relación con cualquier materia?

Nuestra Constitución es clara ya que se establece expresamente que “no procederá en materias propias de Ley 
orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia”. En todas las demás 
cuestiones estaría permitido.

Posteriormente, en 1984 se aprueba la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, Reguladora de la Iniciativa Legislativa 
Popular.

En el artículo 1 de la citada Ley se contempla el objeto de la misma concluyéndose que “los ciudadanos españoles 
mayores de edad que se encuentren inscritos en el censo electoral pueden ejercer la iniciativa legislativa popular” 
teniendo en cuenta lo establecido por esta Ley Orgánica.

Anteriormente observábamos una serie de materias excluidas expresamente por la propia Constitución en relación 
con la posibilidad de instar la iniciativa legislativa popular pues, en el artículo 2 de la LO, se concretan estas materias 
y, además, se establece dos excepciones más. Estas marcan la imposibilidad de emplear esta figura en los supuestos 
a los que se refiere el artículo 131 y el 134.1 de la Constitución española. 

¿Qué requisitos debo cumplir para llevarla a cabo?

- Debe presentarse la proposición de ley avalada con al menos 500.000 firmas en la forma que determina la presente 
Ley.

- Dicha proposición deberá estar compuesta de una exposición de motivos y de un texto articulado de la misma.

- Además, deberá presentarse una relación de los miembros que constituyen la Comisión Promotora de la iniciativa 
(concretándose los datos personales).

¿Cuál es el procedimiento a seguir?

Será mediante la presentación de la documentación exigida ante la Mesa del Congreso de los Diputados a través de 
la Secretaría General del mismo, cuando se inicia el proceso. 

La Mesa del Congreso de los Diputados procederá al estudio de la documentación y en el plazo de 15 días decidirá 
sobre si lo admite o no. Dicha decisión se deberá notificar a la Comisión Promotora y deberá publicarse.
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¿Es posible recurrir la decisión de la Mesa del Congreso?

La respuesta es afirmativa, podrá interponerse ante el Tribunal Constitucional recurso de amparo contra la negativa 
a admitir a trámite la proposición.

Una vez concretadas estas cuestiones relativas a la inadmisión ¿Qué sucede con el procedimiento?

Una vez es admitida la proposición, la Mesa del Congreso lo comunicará a la Junta Electoral Central con el fin de 
garantizar que el proceso de recogida de firmas es correcto. Dicha Junta comunicará a la Comisión Promotora la 
admisión a trámite de su proposición para que procedan a recoger las firmas necesarias. Esta recogida de firmas, una 
vez culmine deberá presentarse ante la Junta Electoral Central en los 9 meses siguientes a la notificación (prorroga-
ble).  Si no se consiguen estas firmas caducará la iniciativa.

Las firmas se deberán realizar en pliegos de firmas especiales y además deberán, junto a la firma del elector, indicar 
el nombre y apellidos, el nº del DNI y el municipio. Las firmas deben ser autenticadas por un notario, secretario 
judicial o secretario municipal (en el artículo 10 de la Ley orgánica se establece la posibilidad de designar fedatarios 
especiales), señalándose además en cada pliego el número de firmas contenidas en los mismos.
Los pliegos de las firmas deberán remitirse a la Junta Electoral Central que los remitirá a la Oficina del Censo Elec-
toral con el fin de acreditar la inscripción en el Censo Electoral de los firmantes como mayores de edad y proceder 
a la comprobación y recuento de dichas firmas. Tras 15 días deberá entregarse certificación a la Junta Electoral 
Central. Éste organismo realizará el último y definitivo recuento de las firmas (las que no cumplan los requisitos 
exigidos se invalidarán). Si se cumple con todos los requisitos se elevará al Congreso de los Diputados certificación 
acreditativa del número de firmas válidas.

A partir de este momento la Mesa ordenará la publicación de la proposición que se incluirá, en el plazo de 6 meses, 
en el orden del día en el pleno. La tramitación se llevará a cabo conforme dispongan los Reglamentos de las Cámaras.

¿Qué sucede con la proposición si se disuelven las Cámaras?

Si la ILP estaba en trámite en una de las Cámaras y se disuelve, el artículo 14 de la citada LO señala que “no decaerá, 
pero podrá retrotraerse al trámite que decida la Mesa de la Cámara, sin que sea preciso en ningún caso presentar 
nueva certificación acreditativa de haberse reunido el mínimo de firmas exigidas”.

Finalmente concretar que el artículo 15 señala que “el Estado resarcirá a la Comisión Promotora de los gastos reali-
zados en la difusión de la proposición y la recogida de firmas cuando alcance su tramitación parlamentaria”. Estos 
gastos deberán ser justificados por la Comisión. La cuantía de gastos máxima a compensar será de 300.000 euros 
(que será revisada anualmente).
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Relacionado precisamente con el anterior artículo, Dña.  Eva Ahijado Agudo y Dña. Inmaculada Riega 
Casado nos ofrecen dos artículos sobre la dación en pago de titulo coincidente pero de contenido difer-
ente. Ambas han plasmado en el mismo una visión de la dación en pago desde el mundo del Derecho y, 
a la vez, han mostrado su opinión ante los sucesos que, tan tristemente, estan de actualidad.

DACIÓN EN PAGO
Durante este mes de febrero de 2013 se ha debatido en el Congreso de los Diputados la tramitación de la Iniciativa 
Legislativa Popular para la regulación por ley de la Dación en Pago, teniendo como resultado su admisión a trámite.

La dación en pago es una figura jurídica que consiste en dar algo con el fin de pagar y saldar una deuda. Supone 
el acto por el que el deudor realiza una entrega o prestación diferente de la debida y pactada en el contrato con el 
acreedor, con el fin de saldar la deuda que mantiene con este, aceptando el acreedor esta sustitución.

SITUACION DE DERECHO

La dación en pago es una figura jurídica que se contempla en nuestro ordenamiento, si bien está difuminada en difer-
entes normas:

1. Ley Hipotecaria: en su artículo 140 se contempla la posibilidad de que deudor y acreedor pacten de forma vol-
untaria en la constitución de la hipoteca que la obligación garantizada se haga efectiva solamente sobre los bienes 
hipotecados, quedando de esta forma limitadas las obligaciones de ambas partes al importe de los bienes, dejando 
libres los demás bienes del patrimonio del deudor. 
De esta manera, se contempla la figura de la dación en pago siempre que las partes lo pacten con anterioridad a la 
formalización del préstamo; sin embargo, si no se pacta previamente no se altera la responsabilidad personal ilimi-
tada del deudor (art. 1911 Código Civil).

2. Código Civil: aunque no regula y define la dación en pago, si podemos considerar que se trata esta figura en los 
artículos 1521 y 1636 CC, al regular los retractos, ya que se menciona el uso de la dación en pago.

En el art. 1521 CC, se refiere a quien “adquiere una cosa por compra o dación en pago” en la definición de retracto 
legal, a saber: “El retracto legal es el derecho de subrogarse, con las mismas condiciones estipuladas en el contrato, 
en lugar del que adquiere una cosa por compra o dación en pago.”
Y, en el art. 1636 CC menciona respecto al dueño de una cosa “siempre que vendan o den el pago su respectivo 
dominio sobre la finca enfitéutica”, a saber: “Corresponden recíprocamente al dueño directo y al útil el derecho de 
tanteo y el de retracto, siempre que vendan o den en pago su respectivo dominio sobre la finca enfitéutica.”

3.  Real Decreto-ley 6/2012 de 9 de Marzo de Medidas Urgentes de Protección de Deudores Hipotecarios sin Recur-
sos, por el que se aprueban un bloque de medidas urgentes para la protección de deudores hipotecarios entre los que 
se contempla la dación en pago.

SITUACION DE HECHO

Debido a la situación de crisis económica que atraviesa España desde hace cinco años, y como consecuencia del 
elevado número de desahucios de propietarios que no pueden hacer frente al pago de sus deudas surgen estas propu-
estas de regulación para modificar el actual marco legal en materia hipotecaria.
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Las diferentes propuestas y movimientos, tanto ciudadanos como políticos, se inician en 2011, tanto a través de ini-
ciativas y movimientos populares como a través de análisis de posibles cambios legislativos de la mano de diferentes 
partidos políticos. 

En Marzo de 2012 se realiza el primer cambio en el marco legal de la mano del Real Decreto Ley 6/2012, y ya, en 
febrero de 2013 el Congreso aprueba por unanimidad la admisión a trámite de la Inicativa Legislativa Popular de la 
Plataforma de Afectados por la Hipoteca donde se pide que se contemple la dación en pago con carácter retroactivo 
para los desahucios en vivienda habitual.

PROS Y CONTRAS

Teniendo en cuenta que el debate no se ha iniciado el pasado 12 de febrero, sino que desde distintas iniciativas tanto 
políticas como populares, el debate lleva encima de la mesa desde 2011, hemos tenido oportunidad de ver y oír en 
diferentes medios posiciones a favor, en contra, debates y múltiples opiniones; pero cabe plantear cual puede ser el 
impacto y repercusión que esta medida puede y va a tener, sobre todo tomando en cuenta, que la figura jurídica que 
hasta este momento estaba contemplada en el ordenamiento jurídico español pasa de ser una medida de carácter vol-
untario a contemplarse con carácter retroactivo y obligatorio.

PROS:

1.	 En un marco que contemple la dación en pago obligatoria, cabe pensar que se favorecen los acuerdos y ne-
gociación entre entidades y afectados, de manera que se favorece la creación de una situación en la que las partes 
renegocien las condiciones de la deuda contraída con el fin de evitar desahucios, y encontrar la mejor solución para 
las partes afectadas.

2.	 Se evita la especulación, ya que en caso de impago, el deudor cuenta con la dación en pago como medio para 
saldar su deuda, lo que supone que el valor de la deuda y el bien que se entrega tiene que ser similar, sin estar sujeto 
a especulación o sobreprecio por alguna de las partes.

CONTRAS:

1.	 Cabe pensar que el riesgo podría ser asumido por una de las partes, en este caso la entidad bancaria, que en 
momentos como el de crisis actual puede ver como sus activos y balances se ven afectados, de manera que uno de los 
efectos inmediatos que podríamos ver es en el encarecimiento del crédito y las condiciones de acceso a este.

2.	 Cambio del marco legal con carácter retroactivo, lo que supone cambiar las reglas y normas aplicables que 
estaban vigentes en el momento de la contratación entre las partes afectadas, lo que afecta en la seguridad jurídica de 
un ordenamiento.

3.	 Cómo se puede llegar a realizar un control real de la solvencia de los implicados para conseguir aplicar este 
tipo de normas a aquellos que realmente se encuentran en una situación de necesidad, y evitar que la dación en pago 
sea utilizada por cualquier persona que sí se encuentre en situación de solvencia y simplemente quiere rescindir la 
obligación contraída con la entrega del bien.

4.	 Y por último, no debemos olvidar que aunque esta medida afecta a hogares, familias y personas que sufren los 
desahucios, la otra parte en juego es la banca española recapitalizada con fondos europeos.
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Ya hemos mencionado que la dación en pago afecta a los activos y balances de los bancos, en un momento en que 
la Banca Española ha tenido que ser recapitalizada por 	 países miembros europeos. Si en estos momentos de 
crisis España esta siendo auditada por Europa, y hemos tenido que tomar las medidas más duras en términos 	
económicos en los últimos años para cumplir con los objetivos europeos, cabe preguntarse cual será la opinión de 
Europa ante una medida como esta y la reacción de los mercados.

Para concluir, se ha dado el primer paso para intentar solucionar uno de los problemas más graves y reales de los 
hogares y de la “microeconomía” española; pero queda por realizar lo más complicado, que es redactar una norma 
pactada por todos, valida, justa y eficaz, tomar medidas para la solución del problema real, realizar un análisis de 
la situación actual, origen y causas del problema, valoración de las alternativas y diferentes soluciones, análisis 
de medidas eficaces para resolver el problema de base que es: acceso a una vivienda digna y mejoras del mercado 
laboral que permitan el acceso a crédito y obligaciones realizables, en un mercado como el europeo, y en concreto 
España, en el que aun no hemos superado la crisis económica.

 LA DACIÓN EN PAGO: ÚLTIMA ESPERANZA PARA QUIENES LO 
HAN PERDIDO TODO.

El pasado miércoles 13 de febrero fuimos testigos de cómo el Gobierno reculó finalmente ante las presiones sociales 
y admitió a trámite, con el apoyo de todos los grupos parlamentarios, la iniciativa legislativa popular que pretende 
la regularización de la dación en pago. La Plataforma de Afectados por la Hipoteca ha conseguido reunir un total de 
1.402.854 firmas para intentar poner freno de una vez por todas a los masivos desahucios que se están produciendo 
en nuestro país y que, no olvidemos, se han cobrado ya la vida de varias personas. Algo desde mi humilde punto de 
vista inadmisible.

La dación en pago aparece recogida en nuestro ordenamiento jurídico, pero como veremos, quien hace la ley hace la 
trampa. El artículo 140 de la Ley Hipotecaria establece la posibilidad de pactar en la escritura de constitución de la 
hipoteca voluntaria que la obligación garantizada se haga únicamente efectiva sobre los bienes hipotecados. De este 
modo, la responsabilidad del deudor y la acción del acreedor por virtud del préstamo hipotecario, quedarían limita-
das al importe de los bienes hipotecados sin alcanzar a los demás bienes del deudor.  En este caso, la Ley Hipote-
caria prevé la dación en pago siempre y cuando medie un acuerdo entre el acreedor y el deudor antes de formalizar 
la hipoteca. Es decir, que podría existir la dación en pago cuando, por ejemplo, se hubiera pactado con el banco tal 
condición, algo que como ya sabemos jamás ocurrirá. Por su parte, el Código Civil no habla expresamente de la 
dación en pago como medio de extinguir las obligaciones, aunque la da por supuesta en los artículos 1.521 y 1.636.

Así pues, podemos observar que realmente la dación en pago sí que está recogida en nuestro ordenamiento jurídico. 
El problema es que para su aplicación debe mediar el acuerdo de las dos partes, que normalmente serán el deudor y 
alguna entidad de crédito, por lo que el deudor tiene todas las de perder.
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La dación en pago no deja de ser una cuestión compleja, pero es la única alternativa que, por desgracia, tienen varias 
familias para intentar saldar su deuda hipotecaria con el banco. Según algunos expertos, como la Fundación de Es-
tudios Financieros, la dación en pago tendría unos efectos desastrosos para España. Los argumentos que exponen 
para sostener esta afirmación los podríamos resumir en los siguientes:

-  En primer lugar, la dación en pago retroactiva supondría una inseguridad jurídica y una violación del Estado de 
Derecho con todas las consecuencias que esto conlleva. ¿Acaso no es una violación absoluta del Estado de Derecho 
que echen a familias enteras a la calle, ancianos, niños, sin ninguna alternativa, y que encima tengan que seguir 
pagando una hipoteca cuando no tienen ni para comer? Por no hablar de que este hecho está costando la vida de 
varios españoles.

-  En segundo lugar, el hecho de “cambiar las reglas del juego” durante la vigencia de las operaciones realizadas 
podría crear inseguridad en los inversores extranjeros y alejarles de nuestro país. Mucho me temo que el Gobierno 
de la nación, con méritos propios han conseguido que los inversores extranjero no nos toquen ni con un palo, debido 
a la vergonzante imagen que nuestro país está dando, donde la corrupción está al orden del día.

-  También exponen que este hecho provocaría que las hipotecas fueran más caras y que su acceso a ellas sería por 
tanto más restringido. Sinceramente no sé dónde está el problema, no sé cuentas personas en nuestro país tendrán 
en mente ahora mismo meterse en una hipoteca, pero seguro que no me equivoco cuando digo que son pocos. Si 
los bancos hubieran mantenido sus prácticas de antaño, cuando ibas a pedir una hipoteca y cruzaban tus datos en el 
ordenador de la seguridad social, con hacienda para ver si te la podías permitir y si no, no te la concedían, segura-
mente hoy no tendríamos este grave problema.

En definitiva, todos estos argumentos creo que se caen por sí solos. No digo que no sean ciertos, sino que la necesi-
dad de erradicar este problema los supera de lleno. La dación en pago se debería regular de una forma concreta para 
aquellas familiar que no pueden hacer frente al pago de sus hipotecas al carecer de recursos económicos. Tampoco 
creo que sea algo que se deba conceder alegremente, sino que habrá que mirar caso por caso.
Lo que de ningún modo podemos consentir es que haya más muertos por este tema. Ya está bien de pensar única y 
exclusivamente en los bancos, esos que han sido rescatados con dinero público de todos, y que todavía los ciudada-
nos no hemos visto ni un euro.

 Ya va siendo hora de empezar a rescatar a las personas.
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Inmaculada Riega Casado
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DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN

El bien jurídico que se intenta proteger con la tipificación de estos delitos es el correcto funcionamiento de 
la Administración pública. Me gustaría recalcar la exposición de motivos del anteproyecto de Ley del actual 
Código Penal, el cual señala que “en el nuevo Código se invierte el orden de los valores, partiendo de que la 
función pública está al servicio de la ciudadanía y sometida al principio de legalidad”. 

En el compendio de delitos que alberga este Título, como sujeto activo del delito destaca la figura del funcion-
ario público, que bien no es el único que puede llevar a cabo las acciones tipificadas en todos los delitos de 
este Título, si es la más importante y a la que hace relación de forma exclusiva varios de estos delitos (y que 
incluso aparece en otros preceptos del código, ya sea como sujeto activo (autor) o pasivo (victima). 

Por ello, quiero partir de la definición de funcionario público que da el código penal para poner así entender 
mejor los tipos particulares. La definición se encuentra recogida en el artículo 24 del Código Penal, que 
además también abarca la definición de autoridad:

1. A los efectos penales se reputará autoridad al que por sí solo o como miembro de alguna corporación, 
tribunal u órgano colegiado tenga mando o ejerza jurisdicción propia. En todo caso, tendrán la consideración 
de autoridad los miembros del Congreso de los Diputados, del Senado, de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas y del Parlamento Europeo. Se reputará también autoridad a los funcionarios del 
Ministerio Fiscal.

2. Se considerará funcionario público todo el que por disposición inmediata de la Ley o por elección o por 
nombramiento de autoridad competente participe en el ejercicio de funciones públicas.

El concepto de funcionario público se caracteriza por dos elementos sin los cuales no se es funcionario público:

•	 Por un lado, la participación en el ejercicio de funciones públicas.
•	 Por otro, que exista un título que habilite dicha participación. Concretamente, el artículo abre 3 vías: 
	 Por disposición inmediata de la Ley.
	 Por elección.
	 Por nombramiento de autoridad competente. 

El Libro II del Código Penal, regula en su Título XIX las conocidos como delitos contra la administración 
pública. 

En esta primera parte del conjunto de artículos en los que vamos a desarrollar estos ilícitos me gustaría cen-
trarme en puntualizar los caracteres más destacados de estos delitos, analizando además el primero de las 
grandes figuras que regula este título (prevaricación). En las ediciones posteriores nos centraremos en cada 
uno de los tipos de manera singular.
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Este concepto exclusivamente definido a efectos penales por el Código es más amplio que el concepto admin-
istrativo, ya que, además de abarcar a los funcionarios de oposición o carrera se añaden los cargos políticos o 
electos. 

Respecto al concepto de autoridad que recoge el apartado primero, decir que toda autoridad es a su vez fun-
cionario público, por lo que tendrá que cumplir los dos requisitos o elementos antes expuestos. 

Además de estos dos, para que se pueda considerar autoridad deberá cumplir uno de los dos elementos que 
señala el artículo:
•	 Que tenga mando.
•	 O que ejerza jurisdicción propia.

También me gustaría destacar que no se puede aplicar el agravante que recoge el articulo 22.7 del Código: 
“prevalerse del carácter público que tenga el culpable”.

Y ¿por qué razón? Se preguntarán. La respuesta está en que ese agravante se aplica cuando el funcionario actúa 
como particular, no cuando actúa en el ejercicio de la acción pública, que es lo que pena estos delitos, ya que 
si se tuviera en cuenta este agravante se estaría teniendo en cuanta la misma circunstancia dos veces, prohibido 
totalmente por nuestra Constitución (non bis in ídem).

PREVARICACIÓN

El delito de prevaricación administrativa se encuentra regulado en el artículo 404 del CP. A diferencia del CP 
anterior, se distingue entre prevaricación administrativa y judicial, regulada en el Título XX (delito por el 
cual se condenó en 2012 al Juez Baltasar Garzón a una inhabilitación de 11 años)

Como novedad, además, no se castiga la 
prevaricación imprudente por parte del funcio-
nario público, a diferencia de la judicial, que se 
justifica por la especial relación del Magistrado
 con el derecho.

Entrando ya a desvelar que se entiende por preva-
ricación, el CP lo resume de esta manera:

A la autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, dictare una resolución arbitraria en 
un asunto administrativo se le castigará con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público 

por tiempo de siete a diez años.

Como hemos dicho anteriormente, al tratarse de un delito especial propio (la comisión del delito se reduce a 
determinados sujetos), el sujeto activo debe ser un funcionario público o autoridad (excluyendo a los Jueces 
y magistrados). 
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Para apreciar prevaricación administrativa se deben observar 2 elementos:

1.	 Que se dicte una resolución arbitraria. Por resolución arbitraria hay que entender aquella resolución 
contraria a derecho. 

2.	 Que se dicte dicha resolución “a sabiendas de su injusticia”. Esto quiere decir que el funcionario o 
autoridad dicte la resolución con conocimiento (y voluntad) de que la resolución dictada sea contraria al dere-
cho. Por tanto, solo cabría dentro de este delito el dolo directo.

Respecto a la pena que se puede imponer por cometer este ilícito, el artículo señala que será de inhabilitación 
especial para el ejercicio del cargo público que venía desarrollando el funcionario o autoridad, por un tiempo 
que oscilará, según las circunstancias concretas del caso, entre 7 y 10 años. 

¿Cabe aplicar alguna causa de exención o de inimputabilidad? En ocasiones particulares, como por ejemplo 
la amenaza real de matar a un familiar si el funcionario no dicta una resolución determinada que constituya 
delito, cabría aplicar la eximente del artículo 20.6: miedo insuperable. 

También se podría aceptar las causas de inimputabilidad como el trastorno mental. En cambio, otros eximentes 
como la legítima defensa no tendrían cabida. 

Rubén Pérez García



A pesar de que no se incluye en las leyes españolas un apartado que se refiera expresamente al hecho de grabar 
un encuentro en prisión, el Tribunal Supremo no ha considerado ilícito que un juez lo autorice en el marco de una 
investigación penal.

El Tribunal Supremo recoge estas conclusiones en un auto por el que desestima la querella interpuesta por un im-
putado contra la magistrada del Tribunal Supremo de Canarias, la instructora y la teniente fiscal jefe de Tenerife.

La querella contra la juez por prevaricación y por vulnerar el derecho a la intimidad finalmente no ha prosperado 
a pesar de que el Alto Tribunal considera que no existe una cobertura legal que permitiera a la juez autorizar la 
grabación pero entiende que tampoco puede tacharse automáticamente de ilícita. Concretamente el Supremo se 
refiere a la incompleta regulación actual en este aspecto para legitimar la actuación.

Hay que tener en cuenta que las leyes procesales españolas permiten que el juez instructor lleve a cabo toda clase 
de procedimientos para probar la comisión del delito. Además hace referencia especial a la intervención de comu-
nicaciones y postales.

La Ley de Enjuiciamiento Criminal vigente actualmente no contempla la afectación de la intimidad en las rela-
ciones sexuales además de que, dado que la filmación se trataba de un técnica de escaso desarrollo técnico, no 
existe ningún artículo dedicado exclusivamente a regularla.

En relación con la vulneración de los derechos de la otra persona, el magistrado afirma que se produce como con-
secuencia inevitable de la labor de investigación.

                   Penal-jurisprudencia

El Tribunal Supremo no ve delito en grabar un vis a vis en prisión

Marco Esteban
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El Tribunal Supremo confirma la condena a una madre que frac-
turó la cabeza de su bebé de 6 meses.

Descarta que la madre sufra perturbación psiquica

El Tribunal Supremo, concretamente la Sala de lo Penal, ha confirmado la condena a una madre que fracturó 
el cráneo de su hija de 6 meses de edad.

El Tribunal Supremo sostiene que las lesiones sufridas por la menor solo pueden traer causa de la condenada, 
su madre. Era esta quien se encontraba a solas con la menor en una habitación de la que testigos declararon 
haber oído golpes y gritos de la madre.

De acuerdo con el relato que hace la sentencia, tras los golpes y gritos escuchados por los testigos, la madre 
ocultó el rostro de su hija y se dirigió a un bar donde tenía que encontrarse con el padre de la menor, que 
debía acudir para recoger a la niña.

El padre recogió a su hija y cuando esta estuvo despierta observo varios signos externos que mostraban que 
la menor había sufrido golpes: el cuello inclinado hacia atrás, cráneo blando, un párpado caído, palidez en el 
rostro, etc. que hacían que la menor no pudiera sostener la cabeza. Debido a ello, el padre decidió trasladarla 
a un centro hospitalario donde los médicos confirmaron el carácter violento de las lesiones de la menor.

El Tribunal Supremo avala la sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Madrid al entender que era 
la madre, y solo ella, quien tenía el control sobre la hija común de ambos, de 6 meses, en el momento de 
sufrir dichas lesiones. La sentencia también hace referencia al relato de testigos varios que cuentan episodios 
pasados de violencia de la madre. El testimonio de de su psiquiatra fue más esclarecedor al referirse a su 
conducta violenta. Los psicólogos forenses no estimaron que la madre sufriera un trastorno tal que afectase a 
su capacidad intelectiva o volitiva, pudiendo distinguir entre el bien y el mal de sus actuaciones.

En este sentido, el Tribunal Supremo afirma que hubo el elemento doloso, en este caso un dolo eventual  por 
el cual la madre expuso a la menor a unas situaciones peligrosas que podían causar lesiones o costarle la vida, 
aun cuando no fuese su propósito la realización de tales hechos típicos. En cuanto a la enfermedad mental que 
padece la condenada, el Tribunal Supremo exige que dicha enfermedad produzca un efecto tal en el individuo 
que le afecte a sus capacidades intelectuales y volitivas, impidiéndole conocer el alcance de sus actos.

Florentino Rincón Izquierdo
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          Derecho Laboral
PRESTACIÓN ASISTENCIAL POR DESEMPLEO

¿Qué es la prestación asistencial por de-
sempleo?

Se trata de un subsidio, los conocidos comúnmente 
como “426€”; una cantidad monetaria, que percibe 
el ciudadano como consecuencia de un derecho ad-
quirido al cumplir una serie de requisitos, cada vez 
más restrictivos, que expondremos a continuación.

¿Qué requisitos debo cumplir para poder 
percibirla?

- Estar desempleado.

- Inscribirse como demandante de empleo en el plazo 
de 15 días, desde la situación legal de desempleo.

- Tener cotizados al menos tres meses, si tiene respon-
sabilidades familiares, o seis meses si no las tiene, 
y no tener cotizados los anteriormente mencionados 
360 días.

- Carecer de rentas de cualquier clase - alquileres, ayu-
das asistenciales, rendimientos de capital mobiliario, 
etc. - superiores al 75 por 100 del Salario Mínimo 
Interprofesional, excluidas las pagas extraordinarias.

¿Cuál es la duración del subsidio?

La duración dependerá de las circunstancias person-
ales y familiares y, también, del tiempo que haya coti-
zado.
  -En caso de tener cargas familiares:
         - 3, 4 o 5 meses, si tiene cotizados 3, 4 o 5 meses,  
           respectivamente
        - 21 meses, si tuviere cotizados 6 meses o más.

- Si no se tienen cargas familiares, la duración será 
de 6 meses si usted hubiere cotizado 6 meses o más.

¿A qué cuantía tengo derecho?

La prestación asistencial por desempleo asciende a 
un máximo total de 426 euros (el 80% del Indicador 
Público de Renta de Efectos Múltiples, IPREM). Aho-
ra bien, los 426 euros hacen referencia al máximo, sin 
embargo, esta cuantía puede variar dependiendo de 

diferentes factores, como pueden ser el número de hi-
jos y la edad de los mismos, la edad del receptor de la 
prestación o las horas efectivamente trabajadas; por 
lo que el cálculo es personal y varía dependiendo de 
la situación del beneficiario.

¿Cuál es el plazo para solicitarlo?
Se ha fijado un plazo que no podrá exceder de los 15 
días.

¿Desde qué momento comienza a compu-
tar el citado plazo?

El primer día a contar será desde que se produce la 
situación legal de desempleo (es decir, desde que se 
produce el despido).

¿Dónde debo acudir?

El lugar de solicitud de la prestación será una oficina 
del Servicio Público de Empleo Estatal, el SEPE (an-
tiguo INEM), concretamente a la oficina de presta-
ciones.

Aunque por otro lado, se ofrece la opción de solici-
tarlo de forma telemática a través del siguiente link. 
https://sede.sepe.gob.es/.

¿Qué documentación debo aportar?

1. Solicitud cumplimentada. Esta puede obtenerse a 
través de la anterior dirección web o, en caso de optar 
por la solicitud presencial, podrá encontrar la misma 
en la oficina de empleo, donde el personal allí pre-
sente se la facilitará.

2. Junto con la anterior solicitud se deberá aportar su 
número de identificación personal (DNI o su docu-
mento de identificación si es extranjera/o). Así como 
su Libro de Familia (en el caso de ser extranjero/a su 
documento equivalente).

3. Aportación del documento que muestre que usted 
se encuentra, realmente, en situación legal de desem-
pleo.

4. Para concluir, es posible que se exija aportar un 
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certificado de rentas, así como un certificado de rentas de la unidad familiar.

EL FINIQUITO Y EL  ACTO DE CONCILIACIÓN

¿Debe firmarse como conforme o no?

Lo aconsejable es firmar como no conforme debido 
a que, de este modo, se presupone que aunque el tra-
bajador percibió las cantidades señaladas en el docu-
mento, el empleado no está de acuerdo con las mis-
mas, debido, entre otras cuestiones a que considera 
que le corresponde una indemnización mayor, por 
ejemplo.

¿Qué beneficios se pueden obtener si se fir-
ma como no conforme?

El principal beneficio es la posibilidad de iniciar un 
procedimiento contra el empleador.

Si firmo como conforme ¿puedo iniciar el 
procedimiento para reclamar al emple-

ador?

¿Qué debe entenderse por “finiquito”?

Se trata de un documento a través del cual el empleado manifiesta la extinción del contrato de trabajo y que se 
muestra conforme con aspectos tales como la indemnización.

No, podrá iniciar igualmente cualquier procedimien-
to, pero tendrá que demostrar, en este caso, que du-
rante la forma del mismo se produjo algún tipo de 
vicio, por ejemplo, un engaño, presiones del empre-
sario, etc.

Si no estoy conforme con la indemnización 
¿qué pasos debo seguir?

El primero de los pasos a realizar es acudir al de-
nominado acto de conciliación, el cual es un requisito 
previo a la vía judicial.

¿Cómo solicito el acto de conciliación?

Se deberá de cumplimentar una solicitud que puede 
consultar y descargar pulsando aquí. También necesi-
tará cumplimentar el formulario de identificación del 
demandado, documento también puede descargar 
pulsando aquí.

Florentino Rincón Izquierdo y Esmeralda Romo Díaz
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¿Cuál es el plazo para poder solicitarlo?

El plazo es de 20 días hábiles, desde la fecha del de-
spido

¿Dónde lo solicito?

Tras la cumplimentación de los documentos anterior-
mente señalados se puede optar por la vía telemática 
o por la vía presencial.

Si se opta por la vía presencial deberá acudir a 
cualquier Registro de la Comunidad en la que resida, 
de la Administración General del Estado, Oficinas 
de Correos o Registros de los Ayuntamientos de su 
Comunidad adheridos a la llamada Red de Oficinas 
Integradas de Atención al Ciudadano.

Una vez solicitado, ¿dónde se lleva a cabo 
el acto de conciliación?

El acto de conciliación se desarrollará ante el Servi-
cio de Mediación, Arbitraje y Conciliación (SMAC) 
de la Dirección General de Trabajo de la Comunidad 
donde resida.

Este organismo citará tanto a empleado como a em-
pleador para que acudan en un plazo de unos quince 
días desde la presentación de la solicitud.

¿Qué documentación debo llevar al acto de 
conciliación?

- DNI o documento equivalente en el caso de los ex-
tranjeros/as.

- Así como todos aquellos documentos que hagan ref-
erencia al despido.

¿Es obligatoria la asistencia al acto de con-
ciliación?

La asistencia es obligatoria para ambas partes. Pero, 
se establece la posibilidad de que, en caso de que el 
empleado no pueda acudir al mismo, pueda com-
parecer otra persona que cuente con poder suficiente 
para ello - poder notarial, por ejemplo -.

¿Qué se pretende con la celebración del 
acto de conciliación?

Durante el acto de conciliación se intentará que am-
bas partes, empleador y empleado lleguen a un acu-
erdo. En caso de no ser posible se podrá acudir a la 
vía judicial.

¿Es necesaria la presencia de abogado y 
procurador?

Para la asistencia al acto de conciliación no es nec-
esaria la asistencia ni de letrado ni de procurador.

Florentino Rincón Izquierdo 
y Esmeralda Romo Díaz



Derecho Laboral
Cámaras de video-vigilancia que controlan al trabajador.

¿Es legal colocar cá-
maras de video-vigilan-

cia?

Atendiendo a la redacción del artículo 20 se puede concluir que, sí que está permitida la colocación de estos sistemas 
de vigilancia. Sin embargo, ¿esta colocación no vulneraría el derecho a la intimidad de los trabajadores? Ha sido nues-
tro Tribunal Constitucional el que ha fijado una serie de requisitos que permiten, precisamente, proteger la intimidad 
de los trabajadores a la vez que se puede hacer uso de estas facultades de vigilancia que tiene reconocidas por ley el 
empleador.

Requisitos para poner una cámara de vigilancia en un puesto de trabajo.

El Tribunal Constitucional ha tratado de ponderar la facultad de vigilancia del empleador con el derecho a la intimidad 
y a la dignidad del trabajador. Para ello, ha establecido unas circunstancias o requisitos que hacen legítima la insta-
lación de cámaras de video-vigilancia. Estos son:

1. Debe acreditarse que es realmente necesario colocar la cámara de video-vigilancia no siendo suficiente con que se 
den meras razones sino que se requiere una justificación clara y específica para poder colocarlas.

2. El fin único de la instalación de la cámara ha de ser la búsqueda de ilícitos contractuales graves, siendo necesaria la 
existencia de una sospecha razonable siendo la colocación de estos sistemas el único mecanismo capaz de descubrir 
el incumplimiento.

3. Deben estar colocados en lugares en el ambiente físico estrictamente indispensable para cumplir con el fin por el 
que han sido instaladas. Ahora bien, no está permitido colocar estas video-cámaras en lugares donde no se presta la 
relación laboral, por ejemplo, en los comedores, servicios, lugares de descanso, vestuarios, etc. ¿Por qué se excluyen 
estos lugares? Es precisamente para preservar la intimidad de los trabajadores.

¿Qué ocurre si se colocan cámaras en lugares 
                prohibidos y soy despedido?

En caso de que el empleador coloque estas video-cámaras en lugares no 
permitidos y seas despedido, debes saber que el despido será declarado nulo,
tal y como ha entendido en innumerables ocasiones la doctrina, por lo que, 
se procederá a la readmisión del trabajador en su puesto de trabajo más los 
salarios dejados de percibir.

El artículo 20 del Estatuto de los Trabajadores faculta al em-
presario para que adopte “las medidas que estime más opor-
tunas de vigilancia y control para verificar el cumplimiento 
por el trabajador de sus obligaciones y deberes laborales, 
guardando en su adopción y aplicación la consideración de-
bida a su dignidad humana”.

Esmeralda Romo Díaz



Relacionado con esta cuestión de las cámaras de video-vigilancia he querido hacer un brevisimo comentario 
de  la sentencia del TSJ de Madrid, (núm. 290/2009 de 17 abril AS 2009\1656).

En esta sentencia encontramos de una parte Renfe operaciones y de la otra, actuando de oficio, la Autoridad 
Laboral de la CAM. El motivo de la misma es la colocación de dos cámara de vigilancia en la taquilla de venta 
al púbico.

El problema de dicha colocación es que estas cámaras están enfocando hacia una caja fuerte y por ende, dada 
la distribución de la taquilla, enfoca también a un perchero donde se cambian de ropa y también a la zona del 
aseo. La sentencia en primera instancia declaró que efectivamente se estaban vulnerando los derechos de los 
trabajadores.
Tras el recurso, el TSJ valoró la colocación de las cámaras y la relación de equilibrio que debe producirse entre 
el derecho a la intimidad y la facultad de vigilancia y control por parte del empresario. El fallo de la sentencia 
por parte del TSJ es la desestimación del recurso y la confirmación de la sentencia emitida por el Juzgado de 
lo Social.

Laboral-Jurisprudencia

Sentencia 290/2009 del TSJ de Madrid

Es legal despedir a un trabajador por chatear con el ordenador de 
la empresa en horas de trabajo.

La Sala primera del TC ha desestimado el recurso de amparo presentado por dos trabajadoras que fueron despe-
didas al descubrirse que habían estado chateando en el ordenador de la empresa sin el consentimiento de ésta.

Las trabajadoras instalaron en el ordenador de uso común de la empresa y sin clave de acceso, un programa de 
mensajería instantánea sin autorización ni conocimiento de la empresa, la cual tenía esta posibilidad expresa-
mente prohibida. Las trabajadoras en sus conversaciones manifestaban comentarios críticos y despectivos en 
relación con sus compañeros, clientes y superiores. Estas conversaciones fueron descubiertas por un compañero 
de trabajo que sin intención y de forma casual tuvo acceso a todo su contenido, al ser un ordenador de uso 
común, lo que provocó la intervención de la empresa.

Esmeralda Romo Díaz



Las sentencias de instancia y el TSJ desestimaron la demanda de las trabajadoras puesto que consideraban que 
no existía una vulneración de los derechos a la intimidad, a las comunicaciones y al honor, ya que las trabajado-
ras dieron un uso indebido y prohibido del ordenador. Además considera que la investigación de los informáticos 
fue una medida idónea al ser el medio indicado para comprobar la conducta que se les imputaba.

El TC, por su parte, da la razón al TSJ en su razonamiento al no apreciar vulneración alguna de los derechos fun-
damentales invocados. Alega que el ordenador era de uso común para todos los trabajadores de la empresa y que 
ésta había prohibido expresamente a los trabajadores instalar programas en el ordenador. Por otro lado recalca 
que las conversaciones mantenidas por las trabajadoras quedan fuera del ámbito de protección constitucional por 
tratarse de formas de envío de comunicaciones abiertas, es decir, no secretas. Además añade no supone una vul-
neración del secreto de las comunicaciones la intervención empresarial porque la misma fue fruto de un hallazgo 
casual del trabajador de la empresa el cual lo comunicó a la empresa.

Por todo ello, el TC desestimó la demanda y pronunció un fallo denegatorio del amparo.

El TSJ de Madrid reconoce el derecho a la prestación por maternidad a un 
matrimonio homosexual

El TSJ de Madrid, concretamente su Sección Cuarta, ha dictado una novedosa sentencia reconociendo el dere-
cho a percibir la prestación por maternidad en el caso de un matrimonio homosexual que tuvieron a su hija 
común a través de un “vientre de alquiler”.

La sentencia reconoce la prestación por maternidad al progenitor como si se tratase de una adopción, pese a ser 
un supuesto en el que la pareja, un matrimonio homosexual, decidió acudir a Estados Unidos, en donde, y a 
través de un vientre de alquiler, registró a la menor como hija común del matrimonio. Es en el Registro Consular 
de España en Estados Unidos donde la menor figuraba como hija del demandante y de su progenitor, el primero 
en calidad de madre y el segundo de padre, por lo que no figuraba mención alguna a ningún supuesto asimilable 
a la adopción.

Inmaculada Riega Casado

Laboral-Jurisprudencia



Por su parte, el INSS (Instituto Nacional de la Seguridad Social) se opuso a la concesión de dicha prestación, 
denegándola en vía administrativa por entender que no se trataba de ningún supuesto contemplado en la legis-
lación, esto es, no era un supuesto de maternidad biológica, ni de adopción ni de acogimiento.

Pese a la ausencia de tipicidad de esta modalidad en la Ley General de la Seguridad Social, así como también 
en la normativa vigente aplicable, el TSJ de Madrid ha entendido que la denegación de dicha prestación por 
maternidad sería contraria al espíritu de la ley y del ordenamiento jurídico.

Por ello, el TSJ de Madrid ha reconocido el derecho del demandante a percibir la prestación por maternidad, 
revocando la sentencia del Juzgado de lo Social número 4 de Madrid, que denegó tal derecho por entender que 
no consta que se trate de un supuesto de adopción ni de que el demandante fuese la madre del menor. Recono-
cimiento del TSJ de Madrid, asimilando la situación jurídica al de un supuesto de adopción por entender que 
repugna “a la lógica más primaria, que se deniegue la prestación al actor en sus circunstancias [...] cuando se 
le reconocería si él y su pareja se hubiesen limitado a adoptar o a acoger a un menor”.

Laboral-Jurisprudencia

Florentino Rincón Izquierdo
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¿Qué es el alquiler social?

Es una nueva medida del Gobierno a través de la cual, todas aquellas personas que hayan sido desahuciadas 
de sus viviendas por no poder pagar la hipoteca de la misma, pueden optar al alquiler de un piso propiedad del 
banco que les desahució, en las condiciones que establece el convenio firmado entre los distintos Ministerios 
participes y las entidades de crédito.

ALQUILER SOCIAL

El rincón legal

Requisitos del alquiler social ¿Qué tengo que cumplir para pedir un 
alquiler social?

Se van a poder beneficiar de esta medida las personas que hayan sido desalojadas de su vivienda habitual y 
cumplan las siguientes condiciones:

1. Que el desalojo se haya producido como consecuencia de una demanda de ejecución, por impago de un 
préstamo hipotecario, iniciada por la misma entidad que constituye el fondo social de viviendas.

2. Que el desalojo se haya producido a partir del día 1 de enero de 2008.

3. Que en el momento de presentación de la solicitud se encuentre en las siguientes circunstancias:

        - Que el conjunto de los ingresos mensuales de los miembros de su unidad familiar no supere el límite  
         de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (1.597 euros conforme al IPREM  
            actual).

        - Que ninguno de los miembros de la unidad familiar disponga de vivienda en propiedad.

4. Que se encuentre en un supuesto de especial vulnerabilidad. A tal fin, se entenderán como tales cualqu 
            iera de los siguientes:

              - Familia numerosa, de conformidad con la legislación vigente.

              - Unidad familiar monoparental con dos o más hijos a cargo.

              - Unidad familiar de la que forme parte, al menos, un menor de tres años.

                                                                      - Unidad familiar en la que alguno de sus miembros tenga declarada discapacidad superior al 33%, situación  
             de dependencia o enfermedad que le incapacite de forma permanente para realizar una actividad 
                 laboral.

                - Unidad familiar en la que el deudor se encuentre en situación de desempleo y haya agotado las presta 
                 ciones por desempleo.

               - Unidad familiar con la que convivan, en la misma vivienda, una o más personas que estén unidas con  
                   el titular de la hipoteca o su cónyuge por vínculo de parentesco hasta el tercer grado de consanguini 
                    dad o afinidad, y que alguno de sus miembros se encuentre en situación personal de discapacidad, de 
                      pendencia, enfermedad grave que les incapacite de forma temporal o permanente para realizar una ac 
                 tividad laboral.



El rincón legal
¿Cuál es la duración del alquiler social?

El alquiler tendrá una duración de dos años.

¿Cuánto cuesta el alquiler social? La cuantía a pagar.

Las rentas oscilarán entre 150 euros y 400 euros al mes, con un límite máximo del 30% de los ingresos netos 
totales de la unidad familiar.

¿Quién hace frente a los gastos del inmueble?

Los gastos del inmueble, incluyendo tributos y obras de reparación, en este caso de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 21.1 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, serán de cuenta 
del propietario, con excepción de los gastos por suministros, tales como electricidad, agua, gas o teléfono.

¿Cuál es el procedimiento de asignación de viviendas de alquiler social?
Las solicitudes de viviendas por los beneficiarios se dirigirán a la entidad de crédito titular del préstamo hi-
potecario cuyo impago haya originado el desalojo de la vivienda habitual del solicitante y trae causa de la 
propia solicitud, o a las entidades de crédito.

Las entidades evaluarán el cumplimiento de los requisitos referidos anteriormente por parte de los solicitantes, 
admitiendo aquellas solicitudes que efectivamente cumplan dichos requisitos.

Para realizar la referida valoración, las entidades de crédito deberán solicitar informe a los servicios sociales 
del Ayuntamiento o Diputación Provincial que corresponda del municipio de residencia de los solicitantes, 
siempre que dicho Ayuntamiento o Diputación Provincial se haya adherido a este Convenio con una anteriori-
dad de, al menos, quince días a la finalización del plazo de admisión de solicitudes. Dicho informe valorará las 
circunstancias sociales de las familias solicitantes. Las entidades locales adheridas deberán emitir su informe 
en el plazo de 15 días desde que reciban su solicitud.

Las viviendas se asignarán a las solicitudes recibidas y admitidas antes de la finalización de cada trimestre, 
comenzando el 31 de marzo de 2013, en función de la valoración realizada por las entidades. Los contratos de 
arrendamiento deberán estar suscritos antes del día 15 del segundo mes siguiente al de cierre de la aceptación 
de solicitudes.

Excepcionalmente, cuando existan razones justificadas de carácter social que lo aconsejen y así lo consideren 
los servicios sociales de las entidades locales colaboradoras, los contratos de arrendamiento de las primeras 
solicitudes recibidas podrán suscribirse antes del plazo de 31 de marzo de 2013 al que se refiere el apartado 
anterior.

Los servicios de atención al cliente y los defensores del cliente de las entidades de crédito atenderán cualquier 
reclamación que pueda surgir derivada del cumplimiento del Convenio.
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¿Qué entidades participan en esta medida y cuantos pisos aportan cada 

una de ellas?

Entidades financieras participantes Número de viviendas en alquiler social
Banca March, S.A 6
BBVA 900
Banco CEISS 100
Banco de Sabadell, S.A. 250
Banco de Valencia, S.A. 93
Banesto 149
Banco Espirito Santo, S.A., Sucursal en España 5
Banco Grupo Cajatres, S.A. 20
Banco Mare Nostrum, S.A. (BMN) 180
Banco Popular Español, S.A. 336
Banco Santander, S.A. 441
Bankia, S.A. 1000
Bankinter, S.A. 56
Barclays Bank, S.A. 142
Caixabank, S.A. 850
Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Ontinyent 14
Caja Laboral Popular Coop. de Crédito 35
Caja Rural Castilla-La Mancha, S.C.C. 10
Caja Rural de Granada, S.C.C. 23
Caja Rural de Soria, S.C.C. 5
Caja Rural del Sur, S.C.C. 20
Cajas Rurales Unidas, S.C.C. 80
Cajasiete, Caja Rural, S.C.C. 5
Catalunya Banc, S.A. 355
Deutsche Bank, S.A.E. 87
Ibercaja Banco, S.A. 105
ING Direct, N.V. Sucursal en España 33
Kutxabank, S.A. 96
BBK Bank Cajasur, S.A.U. 50
Liberbank, S.A. 96
NCG Banco, S.A. (Novagalicia Banco) 200
Nueva Caja Rural de Aragón, S.C.C. 20
Unicaja Banco, S.A. 125

Total (33 entidades) 5.891

Rubén Muñoz Martínez-Blanco
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Acceso a la profesión de abogado y procurador

¿Qué es la Ley 34/2006?

Es la Ley que regula las condiciones de acceso a las profesiones de abogado y procurador de los tribunales españoles. 
A su vez, la Ley ha sido desarrollada a través de su Reglamento, aprobado por RD 775/2012.

¿Cuál es el objeto y finalidad de la Ley 34/2006?

Como ya hemos señalado en la anterior respuesta, el objeto de la Ley es establecer las condiciones necesarias para ob-
tener el título de abogado o procurador de los Tribunales. Respecto a la finalidad, según dispone la Ley, es garantizar a 
los ciudadanos un asesoramiento jurídico, representación y defensa de calidad.

Entonces, ¿qué tengo que hacer para ser abogado?

Deberás estar en posesión del título universitario de derecho (ya seas licenciado o graduado), cursar el máster para el 
acceso a estas profesiones (incluidas la realización de prácticas) que te permiten presentarte posteriormente a la prueba 
de evaluación, y superar dicha prueba.

En resumen:
 
- Tener el Título de derecho.
- Superar el curso (Máster en abogacía) (60 créditos ECTS).
- Realizar prácticas con relación jurídica (30 créditos ECTS).
- Superar la prueba.

¿Cuál es la diferencia con el sistema existente antes de la entrada en vigor de la Ley 
34/2006?

Básicamente que antes no tenías que hacer un máster, ni prácticas, ni, por supuesto, prueba de acceso. Ahora, además 
de la carrera, debes costearte un máster de un año obligatorio para acceder a estas profesiones.

¿Cursar el curso y superar la prueba es exigible a todos los universitarios que tengan 
el título de derecho?

No, la Ley establece una serie de excepciones.

Los títulos profesionales que regula la Ley 34/2006 no son exigibles a quienes ya estuvieren colegiados como abogado 
o procurador, ya sea como ejerciente o no ejerciente, a la entrada en vigor de la Ley (31 de octubre de 2011).
Tampoco le serán exigibles a quienes hayan estado colegiados anteriormente a la entrada en vigor de la ley por un peri-
odo no inferior a un año, siempre que se colegien previamente de nuevo.

Si a fecha 31 de octubre de 2011 (fecha de entrada en vigor de la Ley) has obtenido el título universitario de derecho 
tampoco te será exigible, siempre que procedas a colegiarte antes del 31 de octubre de 2013.

Si no estás incurso en una de estas excepciones o, por regla general, los licenciados o graduados en derecho que obten-
gan su título con fecha posterior al 31 de octubre de 2011 deberán superar el curso, las prácticas y el examen de acceso.
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Mención aparte merecen los licenciados, ya que, si has finalizado la licenciatura de derecho el pasado 2012, se te 
permitirá eludir la realización del curso y el examen de acceso siempre que realices unas prácticas externas de 300 
horas de duración.

¿Qué pasa si no tengo dinero para pagar el máster?

Al igual que al cursar los estudios universitarios existen las becas y ayudas estatales y también algunas autonómicas, 
pero que, como todo últimamente, han sido recortadas.

¿Dónde se imparte el curso para el 
       acceso a estas profesiones?

El curso se puede impartir tanto por universidades, 
públicas o privadas, como por escuelas de práctica jurídica creadas por los colegios de abogados.

¿Quiénes imparten los cursos (personal docente)?

El personal docente de estos centros o universidades deben ser, o profesores universitarios o abogados o procura-
dores con tres años de colegiación como ejercientes, como mínimo.

La composición entre uno y otro tipo de docentes no podrá ser superior al 60% ni inferior al 40%.

¿Cómo es la prueba de acceso (examen)?

Las pruebas serán únicas e idénticas para toda España.

Están dirigidas a comprobar la adquisición de las competencias adquiridas tras el curso formativo y las actitudes 
prácticas adquiridas tras la realización de las prácticas.

Es una prueba escrita que se realizará en el mismo día, constando de 2 partes:
    - Una prueba objetiva de respuestas múltiples.
      - Una parte práctica (resolución de un caso práctico a elegir entre varias opciones: 4 opciones para abogacía y 2 para  
          procura).

Más concretamente, la primera parte es un tipo test de 50 preguntas, con una duración máxima de 1 hora y media. 
Habrá una hora de descanso para después enfrentarse al caso práctico, que tendrá una duración de 4 horas.

La convocatoria se deberá realizar mínimo 1 al año, publicándose en el BOE con una antelación de 3 meses.

Según informa el Ministerio de Justicia, la prueba se deberá realizar en los meses de enero o febrero.
Durante la realización del test no se permitirá el apoyo de ningún tipo de material. En cambio, si se permitirá el 
apoyo de textos legales sin comentar durante el examen práctico.
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Información sobre la evaluación.

Existirán dos comisiones evaluadoras en cada Comunidad Autónoma, una para el acceso a la abogacía y otra para 
el acceso a la procura.

La nota final de la evaluación será apto o no apto.

En la corrección del tipo test se tendrá en cuenta la calificación obtenida en el curso de formación, ponderando 
en un 20%.

No se procederá a la corrección de la parte práctica si no se ha superado el tipo test.

En el caso de no superarse la evaluación se podrá solicitar una revisión.

Rubén Pérez García





                Glosario
ACOSO SEXUAL

¿Qué significa acoso sexual?
El acoso sexual esta tipificado como delito en el artículo 184 del Código Penal.
Podemos definir acoso sexual como la acción tendente a atentar con la libertad sexual de otra persona mediante la 
petición de favores de contenido sexual con independencia de que sea para sí mismo o para un tercero.

¿Es acoso sexual toda solicitud de favores sexuales?
Esta solicitud de favores, para calificarla como acoso sexual, debe producirse en el ámbito concreto de una relación 
laboral, de prestacion de servicios continuada o habitual, docente, a través del anuncio de un mal que puede sobreve-
nir como consecuencia de la no correspondencia a su solicitud.

¿Cuándo podemos hablar de causar un mal?
- Cuándo se hace referencia a un mal en las expectativas legítimas de la victima.
- Cuándo se emplean sobre una victima vulnerable ya sea por su edad, situación, enfermedad, etc.
- Debe tratarse de una conducta que provoque a la víctima una situación objetiva y gravemente intimidatoria, hostil  
   o humillante.

¿Que castigo tiene la comisión de este delito?
El que causare estos hechos será castigado como autor de acoso sexual, con una pena de prisión de 3 a 5 meses o una 
multa de 6 a 10 meses.
Esta pena aumenta cuando el autor se prevale de su situación de superioridad, donde la prisión será 5 a 7 meses o 
multa de 10 a 14 meses.
También varía la pena si la victima es considerada como especialmente vulnerable.

¿Qué son las agravantes? ¿Qué agravantes existen?
Agravante hace referencia a una serie de circunstancias que aumentan la responsabilidad penal al denotar una mayor 
peligrosidad o perversidad en el autor de un delito.
Podría decirse que una agravante es una circunstancia que hace que el delito cometido tenga un mayor reproche, por lo 
que la pena a imponer es mayor

¿Qué agravantes existen?
Las circunstancias agravantes aparecen recogidas en el Código Penal y son las siguientes:
A) Ejecutar el hecho con alevosía.
B) Ejecutar el hecho mediante disfraz, con abuso de superioridad o aprovechando las circunstancias de lugar, tiempo o  
         auxilio de otras personas que debiliten la defensa del ofendido o faciliten la impunidad del delincuente.
C)  Ejecutar el hecho mediante precio, recompensa o promesa.
D)  Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o  
         creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad sexual, la en 
         fermedad que padezca o su discapacidad.
E)  Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, causando a ésta padecimientos innecesarios  
         para la ejecución del delito.
F)  Obrar con abuso de confianza.
G)  Prevalerse del carácter público que tenga el culpable.
H)  Ser reincidente.

AGRAVANTE
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ALEVOSIA

ANTICRESIS

¿Qué significa anticresis? ¿A qué hace referencia el término anticresis?
Se trata de un derecho real de garantía que se constituye sobre bienes inmuebles, como por ejemplo una casa o una 
finca.

Mediante la anticresis se asegura el cumplimiento de una obligación, la oblgiación garantizada, a través de dos op-
ciones:
1) mediante la aplicación de los frutos del inmueble al pago de la deuda. Por ejemplo, la aplicación de los ingresos 
por explotación de la finca.

2) mediante la venta del inmueble y su aplicación al pago de la deuda. Por ejemplo, la venta de la finca y la apli-
cación de su precio al pago de la deuda garantizada mediante anticresis.

En relación a los frutos, estos se aplicarán en primer lugar, conforme al artículo 1.881 y siguientes del Código Civil 
al pago de los intereses (si se hubieren pactado) y, posteriormente, al pago del capital.

¿Qué significa alevosía? ¿Qué es la alevosía?
El término alevosía hace referencia en el derecho penal a la comisión, por parte del culpable, de un delito contra las 
personas empleando en su ejecución medios, modos o formas que tiendan directa o especialmente a asegurarla, sin el 
riesgo que para su persona pudiera proceder de la defensa por parte del ofendido. Es decir, se trata de la comisión de 
un delito “a traición y sobre seguro”.

La alevosía es una circunstancia agravante de la responsabilidad criminal de la persona que comete el delito. Uno de lo 
ejemplo que más se utilizan para explicar esta agravante es el asesinato de Julio Cesar a manos de Bruto, el cual sabía 
que la estrecha amistad entre ambos impediría que desconfiara de él.

Existen varios supuestos de alevosía:
Delito proditorio. Hace referencia al acechamiento u observación previos a la comisión del delito y a la ocultación del 
victimario. También estaríamos en el supuesto que se conoce como una emboscada.
Aprovechamiento de un estado de indefensión. Es decir, aprovecharse de la falta de defensa por parte de la víctima. 
Lo esencial es que la víctima no pudiera defenderse antes de la acción del atacante y es esa falta de defensa lo que 
motiva la acción del atacante.
Procedimiento insidioso. Hace referencia al medio al medio usado para cometer el delito mediante el cual su comisión 
queda ocultada. El ejemplo más claro de este supuesto es la utilización de veneno para matar a la víctima.
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ATENUANTE

¿Qué son las atenuantes? ¿Qué atenuantes existen?
Atenuante hace referencia a una serie de circunstancias que, de concur-
rir en la persona que comete un ilicito penal, permite una disminución de la pena a imponer. 

Por tanto, las atenuantes son una serie de circunstancias, previstas por la Ley, que permiten atenuar la responsabilidad 
penal del autor de un delito o falta, por lo que la pena que se le impondrá será inferior a la que cabría imponer en caso 
de no concurrir esas circunstancias atenuantes

¿Qué atenuantes existen?
Las circunstancias atenuantes aparecen recogidas en el Código Penal, en su artículo 21, y son las siguientes:
- La de actuar el culpable a causa de su grave adicción a determinadas sustancias.
- La de obrar por causas o estímulos tan poderosos que hayan producido arrebato, obcecación u otro estado pasional  
    de entidad semejante.
- La de haber procedido el culpable, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra él, a confesar la  
    infracción a las autoridades.
- La de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir sus efectos, en cualquier  
    momento del procedimiento y con anterioridad a la celebración del acto del juicio oral.
- La dilación extraordinaria e indebida en la tramitación del procedimiento, siempre que no sea atribuible al propio  
    inculpado y que no guarde proporción con la complejidad de la causa.
-  Cualquier otra circunstancia de análoga significación que las anteriores.

COHECHO

¿Qué significa cohecho? ¿A qué hace referencia el término cohecho?
El término cohecho hace referencia a un delito comunmente identificado con los sobornos a una autoridad pública. 

El cohecho hace referencia a un hecho delictivo contra la Administración Pública en el que un funcionario o autoridad 
pública, en provecho propio o de tercero, realiza alguna de las acciones u omisiones siguientes:

- recibir o solicitar, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare ofrec-
imiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un acto contrario a los deberes inherentes al mismo o para 
no realizar o retrasar injustificadamente el que debiera practicar.

- recibir o solicitar, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptar ofrec-
imiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo.
admitir, por sí o por persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en consideración a su cargo o función.

¿Puede un particular cometer el delito de cohecho? ¿Cómo?
El delito de cohecho también puede ser cometido por un particular en los siguientes supuestos: 

- ofrecer o entregar dádiva o retribución de cualquier otra clase a una autoridad, funcionario público o persona que 
participe en el ejercicio de la función pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a su cargo O un 
acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o en consideración a su cargo o función.

-  entregar dádiva o retribución atendiendo la solicitud de la autoridad, funcionario público o persona que participe en 
el ejercicio de la función pública.
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¿Qué significa comotado? ¿A qué se refiere la palabra comodato?
La palabra comodato tiene su origen en el término latino “comodatum” que equivale a “dar la oportunidad”.

El comodato es un contrato por el cual una de las partes entrega a la otra una cosa no fungible para usarla durante un 
cierto tiempo. Transcurrido este periodo de disfrute, tiene la obligación, el comodatario, de devolverle la cosa al co-
modante. La figura del comodato es un contrato real y es imporante destacar que, con caracter esencial, es gratuito y de 
caracter temporal. Aunque, puede fijarse por las partes una retribución.

El comodante conservará, en todo caso, la propiedad de la cosa prestada, teniendo el comodatario, unicamente, el uso 
de la cosa pero no de sus frutos.

Finalmente, los derechos y obligaciones que nacen derivadas del comodato, se transmiten a los herederos de ambos 
contrayentes, salvo que se hubiera hecho en contemplación a la persona del comodatario.

DACIÓN EN PAGO

¿Qué significa dación en pago? ¿A qué hace referencia el término dación en pago?
Proviene de la locución latina datio in solutum. Se trata de una forma de pago en la que el deudor cumple con 
su obligación realizando una obligación distinta a la acordada. Es el acreedor quién acepta la realización de una 
obligación distinta a la convenida como forma de pago o cumplimiento.

De forma más restringida, la dación en pago es entendida como la entrega de una cosa para cumplir obligación 
originaria de dar, hacer o no hacer. Por ejemplo, la entrega de un inmueble para dar cumplimiento a una obli-
gación de pago de una determinada cantidad de dinero.

Dación en pago y el Código Civil.
El Código Civil español no contempla a la dación en pago como una forma de extinción de las obligaciones, 
aunque la dá por supuesta en los artículos 1.521 y 1.636, y en otras disposiciones.

Dación en pago y la Ley Hipotecaria.
Por su parte, la Ley Hipotecaria contempla la posibilidad de que las partes pacten voluntariamente en la es-
critura de constitución del crédito que “la obligación garantizada se haga solamente efectiva sobre los bienes 
hipotecados”, lo que supone limitar la responsabilidad del deudor.

¿Qué significa delación?
La palabra delación hace referncia a un ofrecimeinto concreto a uno de los llama-
dos para que acepte o repudie la herencia. Por su origen, puede ser voluntaria o legal. Tam-
bién es posible distinguir entre unipersonal y múltiple, en función del número de llamados a heredar. 

Delación voluntaria y delación legal
Se trata de una delación voluntaria cuando el ofrecimiento para que acepte o rechace la herencia tiene su causa en la 
manifestación de la voluntad del causante, ya sea unilateralmente por testamento o bilateralmente por contrato.
Por el contrario, se tratará de delación legal cuando tenga su origen en un imperativo legal, es decir, viene impuesta 
por una norma.

DELACIÓN



                Glosario
DEPÓSITO

¿Qué es un depósito? ¿Qué es un depósito bancario?
Un depósito es un contrato por el cual una persona, el depositante, entrega una cosa a otra persona, el depositario. El 
depositario queda obligado a guardar la cosa y devolverla, restituirla, al depositante cuando le sea solicitado por este. 

El contrato de depósito es un contrato real que suele tener un caracter gratuito, aunque puede ser remunerado.

El contrato de depósito puede ser un contrato civil o mercantil. También puede distinguirse entre un depósito judicial o 
extrajudicial.

Ejemplo cotidiano de contrato de depósito: cuando dejamos la bolsa de la compra al dependiente de una tienda para en-
trar a su establecimiento, recuperando la bolsa al salir del mismo. Otro ejemplo sería el caso de entregar nuestro vehículo 
al encargado de un taller para que sea reparado, pintado, etc.

Depósito bancario
El depósito bancario de dinero es también un contrato en el que una parte, el que podría ser considerado cliente, entrega 
una determinada cantidad de dinero para que la entidad, el banco, asuma el deber de custodia.
Pero este contrato va más lejos y faculta al depositario, el banco, a utilizar esa suma monetaria depositada en provecho 
propio, con la obligación de ser restituida a su titular (el cliente).

Dato técnico: la doctrina considera que el deposito bancario de una suma monetaria es un depósito irregular al conservar 
el depositario el deber de custodia de la cosa si bien se le faculta a utilizarla en provecho propio, otorgándole con ello 
una facultad dispositiva

Depósito de cosa mueble
Este concepto hace refencia a la posibilidad de que sea acordada por la autoridad judicial competente una medida cau-
telar que consista en el depósito de la cosa objeto del litigio.
El depósito de cosa mueble impide que la cosa objeto del litigio pueda “desaparecer”, afectando a la efectividad de la 
resolución (concretamente, a la ejecución de la resolución judicial).

DESOBEDIENCIA  A LA AUTORIDAD

¿Qué es la desobediencia a la autoridad?
La desobediencia a la autoridad se regula en el Código Penal en los artículos 410 y 411.
La desobediencia a la autoridad es un delito contra el orden público mediante el cual un sujeto muestra resistencia ante 
sus agentes, autoridad o los desobedece de manera grave en el ejercicio de sus funciones.

¿Cuándo es una desobediencia grave?
Cuándo esta acompañada de fuerza o intimidación. Si no hay fuerza o intimidación no será delito sino falta.

¿Cómo la define nuestro Código Penal?
Concretamente el Código Penal define la desobediencia a la autoridad como la negativa por “las autoridades o funcion-
arios públicos a dar el debido cumplimiento a resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la autoridad superior, 
dictadas dentro del ámbito de su respectiva competencia y revestidas de las formalidades legales, incurrirán en la pena 
de multa de tres a doce meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos 
años.
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¿Siempre que se produzca esta negativa podemos hablar de desobediencia a la autoridad?
No incurren en responsabilidad criminal cuando las autoridades o funcionarios se nieguen a llevar a cabo un mandato 
cuadno este sea constitutivo de infracción manifiesta, clara y terminante de un precepto de Ley o de cualquier otra 
disposición legal.

LITISCONSORCIO

¿Qué significa litisconsorcio? ¿Qué tipos de litiscnsorcio existen?
Litiscponsorcio es un vocablo que hace referencia a una realidad jurídica en la que existe una pluralidad de partes con-
stituidas desde el comienzo del proceso ya sea para ejercitar o para serles reclamada una acción. Por tanto, litisconsorcio 
podría identificarse con el supuestos en el que existe una pluralidad de partes procesales, ya sea como demandantes o 
como demandados.

¿Qué tipos de litisconsorcio existen?
El litisconsorcio puede ser clasificado de dos formas:
Según sea voluntario o necesario
En función de si existe una pluralidad de partes demandantes o demandadas

Litisconsorcio necesario
Supuesto en el que existe una pluralidad de partes en el que su actuación conjunta constituye una obligación establecida 
legalmente, y su cumplimiento es un requisito para poder continuar con el proceso.

Litisconsorcio voluntario
Supuesto en el que existe una pluralidad de partes procesales, desde el comienzo del mismo, constituidas voluntariamente 
por los litigantes y no por exigencia legal. En este caso, la pluralidad de partes radica en la voluntad de los litigantes y no 
en una obligación legal, como si sucede en el caso del litisconsorcio necesario.
En este caso, la pluralidad de partes demandantes puede darse para ejercitar una misma acción en base a la misma causa 
petendi.
La pluralidad de partes demandadas puede deberse al hecho de reclamar, conjuntamente, una misma pretensión a varios 
demandados. En base, igual que antes, a un mismo título o causa de pedir.

Litisconsorcio activo y litisconsorcio pasivo
Esta clasificación distingue según sea una pluralidad de partes demandantes o de partes demandadas. Si se trata de una 
pluralidad de partes demandantes, será un litisconsorcio activo. Si, por el contrario, es una pluralidad de partes demanda-
das, será un litisconsorcio pasivo.

LISTIPENDENCIA

¿Qué es la litispendencia?
Litispendencia hace referencia a todo el conjunto de efectos jurídicos que se producen como consecuencia de la inter-
acción de las partes y del juez.
¿En qué momento se produce?
Desde la interposición de la demanda y, si posteriormente la demanda es admitida a trámite, se retrotraen los efectos.
¿Qué efectos tiene?
El efecto general de la litispendencia en sentido estricto es la imposibilidad legal de tramitar otro procedimiento entre 
los mismos sujetos y con el mismo objeto del que está pendiente.
¿Cuál es la justificación esta acción?
La justificación de esta circunstancia no es otra que la necesidad de evitar la inseguridad e incerteza jurídicas que se 
producirían por el hecho de que un mismo objeto procesal pudiera ser resuelto por sentencias jurídicamente contradic-
torias.
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MALVERSACIÓN

¿Qué significa malversación? ¿Qué es la malversación de caudales públicos?
El término malversación hace referencia a la sustracción, con ánimo de lucro, de los caudales o efectos públicos, por parte 
de un funcionario o autoridad pública o un tercero con su consentimiento, cuando éstos estén a su cargo por razón de sus 
funciones. La gravedad de este delito ira en función del valor de las cantidades sustraídas así como al daño o entorpec-
imiento producido al servicio público.

¿Puede un particular cometer un delito de malversación?
Los particulares pueden cometer un delito de malversación en los siguientes casos:
- Cuando sean los encargados por cualquier concepto de fondos, rentas o efectos de las Administraciones Públicas.
- Cuando sean legalmente designados como depositarios de caudales o efectos públicos.
- Cuando sean los administradores o depositarios de dinero o bienes embargados, secuestrados o depositados por la  
   autoridad pública, aunque pertenezcan a particulares.

NACIONALIDAD

¿Qué es la nacionalidad?
La nacionalidad se regula en el Código civil en los artículos 17 y ss.
La nacionalidad es la condición de una persona por la pertenencia a un Estado y de la cual se derivan derechos y deberes 
para el nacional de ese país.

¿Cuáles son los modos de adquirir la nacionalidad?
Los modos de adquirir la nacionalidad son:
- Originaria, es decir, por filiación o por nacimiento, en este caso en territorio español
- Derivada, bien sea por carta de naturaleza, posesión de estado, residencia ,adopción, opción.

Nacionalidad por origen
Es la nacionalidad atribuida a un sujeto por el mero hecho de nacer en España.
Hay dos criterios para determinar la nacionalidad por origen:
  - Ius sanguinis, es decir, la atribución de la nacionlidad por el vinculo de filiación.
  - Ius soli, se refiere al otorgamiento de la nacionalidad en relación con el lugar de nacimiento.
 
Estos dos preceptos son tenidos en cuenta en nuestra normativa, ya que se otorga la nacionali-
dad española a los nacidos en España pero siempre que cumplan con una serie de condiciones. 

Nacionalidad por residencia legal
A diferencia de la anterior que se adquiría por nacer en territorio español, en este caso, se consigue la nacionalidad      es-
pañola por la residencia durante un lapso de tiempo, fijado previamente, en España.



¿Qué es la nacionalidad?
La nacionalidad se regula en el Código civil en los artículos 17 y ss.
La nacionalidad es la condición de una persona por la pertenencia a un Estado y de la cual se derivan derechos y 
deberes para el nacional de ese país.

¿Cuáles son los modos de adquirir la nacionalidad?
Los modos de adquirir la nacionalidad son:
- Originaria, es decir, por filiación o por nacimiento, en este caso en territorio español
- Derivada, bien sea por carta de naturaleza, posesión de estado, residencia ,adopción, opción.

Nacionalidad por origen
Es la nacionalidad atribuida a un sujeto por el mero hecho de nacer en España.
Hay dos criterios para determinar la nacionalidad por origen:
  - Ius sanguinis, es decir, la atribución de la nacionlidad por el vinculo de filiación.
  - Ius soli, se refiere al otorgamiento de la nacionalidad en relación con el lugar de nacimiento.
 
Estos dos preceptos son tenidos en cuenta en nuestra normativa, ya que se otorga la nacionali-
dad española a los nacidos en España pero siempre que cumplan con una serie de condiciones. 
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NASCITURUS

 
¿Qué significa nasciturus? ¿A qué hace referencia el término nasciturus?
El término nasciturus es una expresión latina que podría traducirse como “el que ha de nacer”.

El concepto nasciturus hace referencia a la situación jurídica del concebido pero aún no nacido. El ordenamiento jurídico español 
confiere una especial protección al nasciturus, al otorgarle personalidad jurídica para todos los efectos que le fueran favorables. 
Es por ello por lo que, para reconocerle todos los efectos que le sean favorables, se llega a simular que el nasciturus ya ha nacido. 

Esta simulación permite que cuando muere una persona, si tuviese un hijo concebido pero aun no nacido, se le considerará 
heredero si llegase a nacer y “una vez producido el entero desprendimiento del seno materno”, conforme al artículo 30 
del Código Civil.

PRETERICIÓN
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PRETERICIÓN

¿Qué significa preterición? ¿A qué hace referencia el término preterición?
Esta figura hace referencia a la omisión en testamento de uno o varios de los herederos forzosos siempre y cuando, 
de manera previa a la redacción del citado documento, no se haya desheredado expresamente al “heredero forzoso 
ausente” en el testamento.

Para poder hablar de preterición deben concurrir dos requisitos:
- Omisión, sin previa desheredación, de un heredero forzoso.
- Este heredero forzoso debe seguir con vida tras el fallecimiento del testador.

De modo que si se dan estas dos premisas podemos hablar de preterición.

Atendiendo a la redacción del Código civil podemos concluir que la preterición no perjudica la legítima.

Si la preterición no intencional recae sobre los hijos y descendientes tiene los siguientes efectos:
A) Si afecta a la totalidad se anulan todas las disposiciones testamentarias que tengan contenido patrimonial.
B) En otro caso, se procederá a la anulación de la institución de herederos, quedando a salvo las mejoras y mandas en 
cuanto unas y otras no sean inoficiosas.

En relación con la institución de heredero a favor del cónyuge, no se anulará salvo que cause un perjuicio a la legítima.

SERVIDUMBRE

¿Qué es una servidumbre?
La palabra servidumbre hace referncia a un derecho real de goce y disfrute.

Este derecho real supone la existencia de un gravamen o carga sobre bien inmueble que faculta al titular de este (un 
tercero distinto al titular del inmueble) para determinadas acciones. Por ejemplo, una servidumbre de paso faculta a 
su titular para atravesar o pasar por la finca sobre la que está constituida la servidumbre.

La servidumbre se caracteriza por su caracter indivisible y accesorio, ya que recae sobre un bien inmueble del cual 
no se puede separar o hipotecar separadamente.

Existen distintos tipos de servidumbres y, también, distintas formas de clasificarlas. Así, se distingue entre:
- servidumbres legales y voluntarias
- servidumbres continuas y discontinuas
- positivas y negativas
- aparentes y no aparentes
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¿Qué significa usucapión? ¿A qué hace referencia el término usucapión?

El término usucapio proviene de las expresiones latinas “usus” y “capere”, cuya conjunción significa: hacerse 
dueño de una cosa sin otro título más que su uso continuado durante un cierto periodo de tiempo.
El concepto usucapión (también conocido como prescripción adquisitiva) hace referencia a la forma de adqui-
sición de la propiedad u otros derechos reales mediante la posesión durante un tiempo determinado.

Usucapión ordinaria.
Permite adquirir la propiedad de un bien por su posesión continuada en concepto de dueño, pacífica, de buena fe 
y con justo título. En el caso de los bienes muebles, la posesión initerrumpida de un bien durante 3 años (además 
de los requisitos anteriores) permite adquirir la propiedad del mismo. En el caso de los inmuebles, el Código 
Civil exige la posesión ininterrumpida durante 10 años entre presentes y 20 años entre ausentes.

Usucapión extraordinaria
Permite adquirir la propiedad de un bien por la posesión en concepto de dueño durante un periodo de tiempo 
mayor, pero sin necesidad de reunir los mencionados requisitos (buena fe, justo título, etc.). En el caso de los 
bienes muebles, el Código Civil exige la posesión de estos durante 6 años. En el caso de un inmueble, se prevé 
un plazo de 30 años.

USUCAPIÓN




